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INTER - AMERICAN COMMISSION ON HUMAN RIGHTS 
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
COMISSAO INTERAMERICANA DE DIREITOS HUMANOS 
COMMISSION INTERAMÉRICAINE DES DROITS DE L'HOMME 

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS 
WASHINGTON, D.C. 2 00 O 6 E E U U 

Ref.: Caso No. 12.761 
Comunidad Garífuna Punta Piedra 
Honduras 

Señor Secretario: 

~~ 
DERE(,'llQS HUMANOS 

1 de octubre de 2013 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en nombre de la Comisión lnteramericana de Derechos 
Humanos, con el objeto de someter a la jurisdicción de la Corte lnteramerlcana de Derechos Humanos, 
el caso 12.761 Comunidad Garlfuna Punta Piedra respecto del Estado de Honduras (en adelante "el 
Estado" o "el Estado honduras"). El caso se relaciona con la responsabilidad Internacional del Estado por 
la violación del derecho a la propiedad de la Comunidad Garlfuna Punta Piedra y sus miembros, como 
consecuencia del incumplimiento del deber de garantía frente a la invasión por parte de personas no 
lndlgenas en las tierras y territorios que le pertenecen a la Comunidad y que posteriormente fueron 
reconocidos por el Estado mediante el otorgamiento de titulas de dominio pleno. Dicha titulación fue 
efectuada sin un proceso de saneamiento adecuado, no obstante el conocimiento de la ocupación por 
parte de un grupo de pobladores en diversas partes de las tierras y territorios de la Comunidad, 
especialmente en Rio Miel y el área de bosques. Esta situación ha generado que la Comunidad Garlfuna 
Punta Piedra pueda ejercer la tenencia efectiva únicamente de la mitad del territorio titulado por el 
Estado, con las consecuentes afectaciones a s'u forma de vida, medios de subsistencia, cultura, usos y 
costumbres tradicionales. Además, la continuidad de la ocupación por parte de personas no indlgenas 
ha generado una situación de conflictividad que ha redundado en amenazas, hostigamientos e incluso la 
muerte de un miembro de la Comunidad Garífuna Punta Piedra. 

El Estado de Honduras no ha dado respuesta efectiva a esta situación. Hasta el momento las 
iniciativas han fracasado y el Estado ha incumplido los acuerdos realizados para lograr el saneamiento 
efectivo de las tierras y territorios de la Comunidad Garífuna Punta Piedra. Esta situación ha 
profundizado y exacerbado la situación de conflictividad en la zona. La Comunidad tampoco ha contado 
con un recurso efectivo para lograr la tenencia pacifica de sus tierras y territorios. 

El Estado ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 8 de septiembre de 
1977 y aceptó la competencia contenciosa de la Corte el 9 de septiembre de 1981, 

Se~or 
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario 
Corte lnteramericana de Derechos Humanos 

 
 

Anexo 
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La Comisión ha designado a la Comisionada Tracy Robinson y al Secretario Ejecutivo de la CIDH, 
Emilio Alvarez lcaza L., como sus delegado/as. Asimismo, Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva 
Adjunta; y Silvia Serrano Guzmán, Isabel Madariaga y Cristina Blanco, actuarán como asesoras legales. 

De conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Corte lnteramericana, la Comisión 
adjunta copia del Informe de Fondo No. 30/13, elaborado en observancia del articulo 50 de la 
Convención, asf como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión lnteramerlcana (Apéndice 1) 
y los documentos utilizados en la elaboración del citado informe (Anexos). El informe fue notificado al 
Estado de Honduras mediante comunicación de 1 de abril de 2013. 

Dicho informe fue transmitido al Estado el 1 de abril de 2013 con un plazo de dos meses para 
informar a la CIDH sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a las recomendaciones. 
Mediante comunicación recibida el 21 de junio de 2013, el Estado hondureño presentó un escrito 
expresando su voluntad de dar cumplimiento a las recomendaciones. El 26 de junio de 2013 el Estado 
solicitó una prórroga y renunció expresamente a interponer excepciones preliminares relacionadas con 
el plazo establecido en el artículo 51 de la Convención. Dicha prórroga fue otorgada por la CIDH por un 
plazo de tres meses. En la comunicación en la que se le informó al Estado del otorgamiento de la 
prórroga, se le solicitó al Estado que presentara información sobre el cumplimiento de las 
recomendaciones ell de septiembre de 2013. A la fecha, el Estado no ha remitido el informe solicitado. 

La Comisión somete el presente caso a la jurisdicción de la Corte lnteramerlcana por la 
necesidad de obtención de justicia para las víctimas. 

Si bien el Estado de Honduras expresó su voluntad de dar cumplimiento a las recomendaciones 
de la Comisión y formuló una propuesta, la misma no corresponde a la reparación principal del caso, es 
decir, el saneamiento efectivo de las tierras y territorios de la Comunidad Garlfuna Punta Piedra. 
Además, dicha propuesta fue rechazada por la Comunidad por considerarla cultural mente inapropiada y 
una fuente de mayor conflictividad en la zona. 

En virtud de lo anterior, la CIDH solicita a la Corte que concluya y declare que: 

1. El Estado de Honduras vidló el derecho a la propiedad consagrado en el articulo 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los articulas 1.1 y 2 de la 
misma, en perjuicio de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros. 

2. El Estado de Honduras violó el derecho a la protección judicial consagrado en el articulo 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la 
misma, en perjuicio de la Comunidad Garlfuna de Punta Piedra y sus miembros. 

La Comisión considera necesario que en el presente caso la Corte lnteramerlcana ordene las 
siguientes medidas de reparación: 

1. Adoptar a la brevedad las medidas necesarias para hacer efectivo el derecho de propiedad 
comunal y la posesión de la Comunidad Garlfuna de Punta Piedra y sus miembros, con respecto a 
su territorio ancestral; y en particular las medidas legislativas, administrativas o de otro carácter 
necesarias para lograr su saneamiento efectivo, acorde con su derecho consuetudinario, valores, 
usos y costumbres y, garantizar a los miembros de la Comunidad que puedan continuar viviendo 
su modo de vida tradicional, conforme a su identidad cultural, estructura- soc!a11 sistema 
económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas. 
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2. Adoptar las medidas necesarias para prevenir que la Comunidad Garlfuna de Punta Piedra y 
sus miembros sean objeto de actos de discriminación y, en particular, que estén expuestos a 
actos de violencia por parte de terceros en razón de su origen étnico. 

3. Adoptar un recurso eficaz y sencillo que tutele el derecho de los pueblos Indígenas de 
Honduras a reivindicar y acceder a sus territorios tradicionales y que permita proteger dichos 
territorios ante acciones de parte del Estado o terceros que Infrinjan su derecho de propiedad. 

4. Investigar y sancionar a los responsables de las amenazas, hostigamientos, actos de violencia 
e Intimidación y da~os realizados a la propiedad de la Comunidad de Punta Piedra y sus 
miembros. 

5. Reparar en el ámbito Individual y colectivo las consecuencias de la violación de los derechos 
enunciados. En especial, considerar los da~os provocados a los miembros de la Comunidad 
Garífuna de Punta Piedra por la falta de saneamiento de su territorio ancestral como los daños 
provocados en el propio territorio por el accionar de terceros. 

6. Adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro se produzcan hechos similares, 
conforme al deber de prevención y garantra de los derechos fundamentales reconocidos en la 
Convención Americana. 

Además de la necesidad de obtención de justicia, la CIDH considera que el presente caso 
Incorpora cuestiones de orden público Interamericano. 

Específicamente, el caso constituye una oportunidad para que la Corte lnteramerlcana 
profundice su jurisprudencia sobre los derechos de los pueblos indlgenas en dos sentidos. Por una parte, 
en cuanto al deber de garantla del derecho a la propiedad sobre sus tierras, territorios y recursos 
naturales, frente a la invasión por parte de terceros no indígenas. Además, la Corte podrá pronunciarse 
sobre la obligación del Estado de crear las condiciones para que la propiedad de los pueblos lndlgenas 
sobre sus tierras, territorios y recursos naturales pueda ser ejercida de manera pacifica y sin amenazas a 
su forma de vida, organización social, usos y costumbres tradicionales. 

Por otra parte, en cuanto al derecho a la tutela judicial efectiva de los pueblos indlgenas cuando, 
a pesar de contar con un titulo de propiedad en su favor, no cuentan con mecanismos coercitivos para 
hacer valer sus derechos frente a amenazas e invasiones de terceros no indlgenas. 

En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público Interamericano, 
de conformidad con el articulo 35.1 f) del Reglamento de la Corte lnteramerlcana, la Comisión se 
permite ofrecer la siguiente declaración pericial: 

James Anaya, Relator de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos lndlgenas, quien 
declarará sobre el deber de garantla del derecho a la propiedad de los pueblos lndlgenas sobre sus 
tierras, territorios y recursos naturales. Especifica mente, el perito profundizará en el alcance de dicha 
obligación frente a la Invasión de personas no lndlgenas y la situación de conflictividad derivada de tales 
situaciones. Asimismo, el peritaje ofrecerá los parámetros que deben tomarse en cuenta para resolver 
este tipo de situaciones, con especial énfasis en el saneamiento efectivo de las tierras y territorios 
indígenas a fin de que puedan ejercer de manera efectiva su derecho a la propiedad. 

Asimismo, la Comisión se permite solicitar respetuosamente el traslado, en calidad de prueba 
documental, de; peritaje que eventualmente rinda el experto José Aylwln, ofrecido por la Comisión en el 
caso de la Comunidad Garlfuna Triunfo de la Cruz vs. Honduras, ya en trámite ante la Honorable Corte. 
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Conjuntamente con los anexos al informe 30/13, la Comisión remitirá el CV del perito. 

Finalmente, la Comisión pone en conocimiento de la Corte lnteramerlcana que la Organización 
Fraternal Negra Hondureña (OFRANEH) ha actuado como peticionarla ante la CIDH. Los datos de 
contacto con que cuenta la CIDH son: 

 
 

 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente. 

~M;)~ 
Mario LópezGarelll 

Por autorización del Secretario Ejecutivo 
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INFORME No. 30/13 
CASO 12.761 

FONDO 
COMUNIDAD GARfFUNA DE PUNTA PIEDRA Y SUS MIEMBROS 

HONDURAS 
21 de mar>o de 2013 

l. RESUMEN 

1. El 29 de octubre de 2003 la Comisión lntaramericana da Derechos Humanos (en 
adelante "Comisión lnteramerlcana", "Comisión" o "CIDH"I recibió una petición presentada por la 
Organización Fraternal Negra HondureMa (en adelante "peticionarla" u "OFRANEH"i. contra el Estado 
de Honduras (en adelanta "·Estado hondureMo", "Honduras" o "Estado") por la violación de los 
articulas 8, 21 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos {en adelante 
"Convención Americana" o "Convención") en relación con el artrculo 1.1 del mismo Instrumento 
Internacional y con el Convenio 1 69 sobre Pueblos lndfgenas y Tribales en Pafses Independientes de 
la .Organización Internacional del Trabajo (en adelanta "Convenio 169 de la OIT"), este último como 
de interpretación, en perjuicio de las Comunidades Garffunas de Cayos Cochinos, Punta Piedra y 
Triunfo de la Cruz, y de sus miembros. 

2. El 19 de diciembre de 2003 la CIDH decidió dividir la petición en tres asuntos 
separados, referidos a cada una de las Comunidades Garffunas y asignarlas un número da registro 
individual. la petición de la Comunidad Gar·rtuna de Punte Piedra fue asignada con el número 1119· 
03. Respecto de la Comunidad Garffuna de Punta Piedra y sus miembros len adelante "Comunidad 
Punta Piedra", "Punta Pled¡a" o "Comunidad"). el 24 de marzo de 201 O la CIDH emitió el Informe 
de Admisibilidad N ° 63/101

, en al qua concluyó que tenfa competencia para conocer la petición y 
decidió admitir la denuncia sobre la presunta violación de los artfculos 21 y 25 de la Convención 
Americana, en relación con los artlculos 1 y 2 del mismo instrumento internacional. 

3. En el presente asunto, la peticionarla alegó que a pesar del reconocimiento y 
titulación del territorio ancestral de la Comünldad de Punta Piedra por parte del Estado, éste no 
habrfa cumplido con asegurar a la Comunidad el goce efectivo y pacfflco de su territorio. lo anterior, 
porque un grupo de personas habrfa Invadido el territorio desda 1993, sin que el Estado haya 
realizado las acciones necesarias para el saneamiento lo que habrfa generado un clima de 
conflictividad por la alegada Inacción del Estado. 

4. El Estado, por su parte, sostuvo que no ha vulnerado los derechos de la Comunidad 
de Punta Piedra porque le ha otorgado dos tftulos de propiedad en dominio pleno sobre un área total 
de 2.314,1 B hectáreas y que ha realizado numerosos esfuerzos para lograr el saneamiento del 
territorio. Asimismo, afirmó que se están realizando las investigaciones sobre los hechos de 
violencia denunciados ante las autoridades pertinentes. 

5. En el presente Informe, tras valorar las posiciones de las partes y analizar las pruebas 
presentadas, la CIDH concluye, de conformidad con lo establecido en el artfculo 50 de la 
Convención Americana, que al Estado de Honduras es responsable por la violación de los derechos 
contenidos en los artfculos 21 y 25 de le Convención Americana, en relación con los artrculos 1.1 y 
2. del mismo Instrumento, en perjuicio de le Comunidad de Punta Piedra y sus miembros. 

1 CIDH 1 Informa de Admlslbllldad No. 63/10,24 de marzo de 2010, Petlolón 1119-03, Comunidad G~tffuna Punta 
Piedra y sus miembros, Honduras. 
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11. TRÁMITE ANTE LA CIDH 

6. El 24 de marzo de 2010 la CIDH aprobó el Informe de Admisibilidad N" 63/1 O, en al 
qua declaró la admisibilidad de la petición referente a la Comunidad Garffuna de Punta Piedra y sus 
miembros. El Jn·forme fue remitido a las partas al 16 da abril de 201 O, oportunidad en qua la 
Comisión, de conformidad con al articulo 37.4 de su Reglamento, se puso a su disposición a fin de 
facilitar un posible proceso de solución amistosa del asunto. 

7. Con posterioridad a la notificación del Informe de admisibilidad, la CIDH recibió 
·Información de la peticionarla en las siguientes fechas: 6 de agosto y 27 de septiembre de 2010, 3 
de enero y 2 da mayo de 2011, y 19 da noviembre de 2012. Por otra parte, la CIDH recibió 
observaciones del Estado en las siguientes fechas: 13 de octubre de 201 O, 1 8 de febrero y 22 de 
agosto da 2011.. Dichos escritos fueron debi~amet1ta trasladados a las partas. 

8. Durante el trámite ante la Comisión se realizó una audiencia pública el 7 de marzo da 
2006, en el 124° periodo ordinario de sesiones, oportunidad en la cual la peticionaria presentó los 
testimonios de los siguiet1tas tras miembros da la Comunidad de Punta Piedra: Doroteo Tomas, Edito 
Suazo y Benito Bernárdez•. Además, se realizaron dos reuniones de trabajo; el 5 de marzo de 2007, 
durante el127° periodo ordinario de sesiones y al 19 da julio de 2007, en el 128° perfodo ordinario 
de sesiones de la CIDH. 

Proceso de Solución Amistosa 

1 O. En la audiencia pública realizada el 7 de marzo de 2006 las partes acordaron iniciar 
un proceso de solución amistosa. El 8 de marzo de 2006 la CIDH recibió la propuesta da solución 
amistosa formulada por la peticionaria. El 26 de marzo da 2007 la patiúionaria manifestó su 
voluntad de retirarse del prooadlmlanto amistoso y continuar con al trámite da la petición, alegando 
falta de avances. En la reunión da trabajo del 20 de julio de 2007, que contó con la asistencia de 
ambas partes, la peticionarla reiteró su decisión. 

Medida cautelar 1 09·07 

11, El 15 de Junio da 2007 la peticionarla solicitó la adopción da medidas cautelares en 
beneficio de la Comunidad Garrfuna da·Punta Piedra y en espacial da uno desus miembros, Marcos 
Bonifacio Castillo, dado qua habrla sjdo amenazado de muerta. El 20 da agosto da 2007 la CIDH 
otorgó medidas cautelares a favor da Marcos Bonlfaclo Castillo', El 13 da septie.mbre de 2007 
Honduras remitió su respuesta. A la fecha de adopción del presente informe, la CIDH continúa 
dando seguimiento al cumplimiento de las medidas cautelares otorgadas. 

111. POSICIONES DE LAS PARTES 

A. La peticionaria 

9. La peticionarla sostiene que al pueblo Garffuna habita en Honduras desde 1797 y 
que, en particular, la Comunidad Garffuna de Punta Piedra ocupa su territorio desda hace 
aproximadamente dos siglos, ubicado en el actual Municipio de lrlona, Departamento da Colón, 

2 CIDH, Audiencia Pública. da feche 7 de marzo de 2006 sobre "P.etlclón 1119/03 ~ Comunidad Garffutla de: Punta 
Piedra, Honduras", 124° periodo ordinario cle sesiones da la CIDH. 

~En partloular, la Comlaión ·solicitó al Eatado hondureño 1} Adopte las medidas necesarias para· garantizar la vida y 
la Integridad f(slca del salior Maroos Bonlfaclo Castillo; 2) Conclerte las medidas a adoptarse oon el beneficiarlo y loa 
patlolonarlos y, 3) Informe sobre las acoJones adoptadas a fin de esclarecer judicialmente fas hechos que justifican la 
adopción de medidas oautelares. 
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Honduras. Indica que la ocupación histórica de la Comunidad fue reconocida por el Estado a través 
de dos t[tulos da dominio pleno dados por el Instituto Nacional Agrario (en adelante, "IN A") en t 993 
y 1999. 

t O. Señala que, a principios de los años 90, se autorizó el asentamiento de campesinos 
en le zona conocida oomo "Entrerrfos", conformada por los territorios ubicados entre los rfos Slco y 
Paulaya, y que coincide en parta con el área de amortiguamiento de la Reserva Biológica de Rfo 
Plátano. Agrega que, en consecuencia, se destruyeron bosques y cuencas hidrográficas del área, y 
se generó un flujo constante de campesinos y ganaderos -también llamados "ladinos"- hacia las 
tierras ocupadas históricamente por comunidades garffunas, en espacial hacia las ~onas utilizadas 
para sus actividades de subsistencia. 

11. En esta contexto, afirma qua en diciembre de 1993, un grupo da campesinos tomó 
posesión a la fuerza da las tierras tradicionales da cultivo o "traba]aderos" ubicadas en las márgenes 
del Rfo Miel (en adelante "campesinos o pobladores da Rfo Miel") qua son parta del territorio 
ancestral de la Comunidad Garffuna da Punta Piedra. Alaga que ello habrfa generado serias 
amenazas para la supervivencia ffsica y cultural de la comunidad. Indica qua el Instituto Nacional 
Agrario habrfa titulado porciones da tierras a favor da los Invasores y que éstas fueron luego 
trasladadas a un militar, quien a su vez las vendió a un empresario palmero. 

12. Enfatiza que la Invasión ha generado una situación da constante violencia e 
Inseguridad en la Comunidad, manifestada en amenazas y agresiones sufridas por garífunas da 
Punta Piedra. Como ejemplo contextua! del ambienta de conflicto, informa sobre el asesinato de 
Félix OrdóNez Suaw cometido en junio de 2007, presuntamente por pobladores de Rfo Miel hechos 
qua indica fueron denunciados ante las autoridades competentes y que permanecerían en la 
Impunidad. En asta mismo contexto Indica qua Marcos Bonifaclo, miembro de la Comunidad y 
testigo del referido asesinato, recibió constantes amenazas de muerte por lo qua fue necesario 
solicitar medidas cautelares a la CID H. 

13. Afirma que la Comunidad de Punta Piedra ha realizado numerosas acciones anta el 
Estado dirigidas a obtener la restitución de las tierras Invadidas. En virtud da dichas gestiones, 
Informa que al 13 da diciembre da 2001 se suscribió un "Acta de Compromiso" para resolver 
definitivamente al coní·llcto entre representantes de la Comunidad da Punta Piedra, campesinos da 
Rfo Miel, representantas del INA, y ·las organizaciones garffunas OFRANEH y Organización de 
Desarrollo Étnico Comunitario (en adelante, "ODECO"). Indica que en dicho documento el INA se 
comprometió a reubicar a los campesinos da Rfo Miel y pagarlas las mejoras Introducidas en los en 
el territorio Invadido ascendentes a 13.168.982,84 lamplras, según el avalúo realizado por al mismo 
INA. Sostiene qua, para qua al INA cumpliera con tal compromiso, la propia Comunidad solicitó al 
Congreso Nacional la dotación de los recursos económicos necesarios, en virtud de lo cual al 
Congreso aprobó una moción pera creer la partida presupuesta! correspondiente. Afirma qua si bien 
"aparentemente el Ministerio de Finanzas proporcion[ó] al dinero", al INA no procedió a solucionar la 
situación, sino que utilizó los recursos para fines distintos al saneamiento. 

14. Agrega que ante al Incumplimiento del compromiso, con posterioridad la Comunidad 
y la peticionaria debieron realizar esfuerzos para alcanzar nuevos acuerdos con el Estado, que se 
concretaron en un "acta da entendimiento" suscrita el 28 de septiembre de 2006 en la qua el INA 
se comprometió nuevamente al saneamiento da las tierras ancestrales de la Comunidad Garífuna de 
Punta Piedra, sin que se haya cumplido tal compromiso. Agrega que el 14 da marzo da 2007, 
representantes del INA y otras agencias estatales visitaron la zona co~ el propósito de "reiniciar el 
proceso de negociación con los individuos de Rfo Miel sin la participación de la Comunidad de Punta 
Piedra". Indica que en asta oportunidad los campesinos de Rfo Miel se opusieron a la realización de 
un nuevo avalúo. 
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15. En suma, afirma que, a pesar de las numerosas gestionas realizadas por la 
peticionarla y la Comunidad de Punta Piedra, al Estado no ha cumplido a la fecha con sus 
compromisos, lo qua "ha Implicado el renacer de brotes da violencia en la zona" y "ha intensificado 
al racismo existente por parte de los mestizos hacia los garlfunas". Enfatiza que "la constante falta 
de protección efectiva por parte del Estado para salvaguardar los derechos da la Comunidad da 
Punta Piedra y la ausencia de respuesta al Incesante conflicto por el territorio ancestral de la 
Comunidad ha lnoltado el aumento da Inseguridad y violencia en al área y ha suscitado amenazas 
violehtesr confrontaciones y muerte 11

• 

16. Con relación a la alegada violación del articulo 21 da la Convención Americana, 
señala que la problemática de la tenencia de la tierra se debe al impedimento da la posesión pacifica 
del territorio ocupado históricamente por la Comunidad Garlfuna causada por la invasión y ocupación 
por parte de terceros. Afirma que si bien la titulación de las tierras colectivas constituye el punto de 
partida Indispensable, los titulas formales no son en si mismos suficientes para garantizar en la 
práctica "la cultura, economla, tierra y seguridad social para los Garffunes". 

17. En lo relativo al articulo 2 de la Convención Americana, alega que no exista en le 
legislación nacional une normativa especifica aplicable a los pueblos lndfgenas y que el sistema 
normativo Interno es "Inadecuado para lograr la obtención de Jos derechos territoriales Indígenas", 
porque "no reconoce expresamente la existencia de derechos colectivos [y] contiene solo unas 
normas fragmentaria[sl con respecto a los pueblos étnicos". Menciona como ejemplo de ello el 
articulo 92 de le Ley de Modernización y Desarrollo Agrfcola, el articulo 65 de la Ley de Reforma 
Agraria, y el artloulo 71 de la Ley de Ambienta. 

18. En cuanto al deracho a la protección judicial, sostiene que no existen en Honduras 
Instituciones independientes que, además de asignar los tftulos, resuelvan los conflictos existentes, 
asegurando la demarcación y el saneamlanto de las tierras. Sostiene que las denuncias interpuestas 
con relación a los hechos violentos contra miembros de la Comunidad, como por ejemplo el 
asesinato de Félix Ordóñez, permanecen en la Impunidad. En virtud a ello, afirma que "[l]a grave 
crisis que padece Honduras en materia de aplicación de justicia nos coloca a los pueblos lndfgenas 
en una endeble posición, que nos conlleva paulatinamente a la desaparición como cultura 
diferenciada". 

19. Concluye que el "Estado ha demostrado estar consciente del conflicto territorial en 
Pw1ta Piedra por lo menos desde hace 15 años y hasta la fecha, no ha tomado las medidas 
necesarias para garanti•ar y proteger efectivamente los derechos colectivos que la permitan a la 
Comunidad de Punta Piedra el pacifico goce y disfrute de su territorio ancestral". En virtud a lo 
anterior, solicita se declare la responsabilidad Internacional de Honduras por la violación de los 
articules 21 y 25 de le Convenciól1 Americana, en relación con los articulas 1.1 y 2 da le misma, 
utilizando como norma complementarla de Interpretación el Convenio 169 de la OIT. 

B. El Estado 

20. El Estado, por su parte, alega que como Estado de Derecho respetuoso de las layes y 
tratados Internacionales, "siempre ha tomado en cuenta el carácter legal de dominio de [la] 
Comunidad [de Pu11ta Piedra]", lo que af·irma se demuestra en los tltulos otorgados a su favor. 
Sostiene que el problema de la tenencia de la tierra inició con "la llegada de los primeros pobladores 
de la comunidad que se conoce como Rfo Miel, a quienes Jos pobladores de Punta Piedra los 
conocen como ladinos". Agrega que, frente~ ello, ha realizado numerosos esfuerzos para resolver el 
conflicto y lograr el sa11eamiento da las tierras. 

21. E11 particular, señala que el 2.6 de diciembre de 1922 el EstBdo, e11 aplicación de la 
Ley Agraria entonces vigente, otorgó a la Comunidad un titulo ejldal sobre un érea de 800.64 
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hectáreas para su uso y goce y que, el 16 de diciembre de 1993, el INA elevó dicho título a uno de 
dominio pleno. Afirma que como "ampliación de su territorio", el 6 de diciembre de 1999 el INA 
concedió a la Comunidad un segundo titulo en dominio pleno sobre un predio rural de naturaleza 
jurfdioa nacional con una extensión superficial da 1 .513,64 hectáreas, al cual colinda por el nqrte 
con el anteriormente otorgado. 

22. Indica que, dentro del perfmetro adjudicado en ampliación a la Comunidad en 1999, 
"quedó comprendida un área de aproximadamente 670 hectáreas cuya posesión ejercfan, en aquel 
tiempo y ejercen a la fecha, los vecinos de la Comunidad de Rfo Miel". Se~ala que, por ello, en el 
título otorgado se excluyó este área, estipulándose que "el Estado podfa disponer de la misma con el 
fin de legalizar su tenencia a favor de aquellas persones que acreditaran los requisitos de ley". Sin 
embargo, sostiene que posteriormente se rectificó el titulo para dejar sin valor lo referente a la 
exclusión da las' hectáreas ocupadas y explotadas por los campesinos de Rfo Miel, con lo cual quedó 
en dominio pleno a favor de la Comunidad de Punta Piedra la totalidad del área. E:nfatiza que el área 
titulada a Punta Piedra alcanza un total da 2.314,18 hectóreas, "de las cuales únicamente 278.40 
hectáreas[ sic] [ ... ] ocupa la Aldea de Rfo Miel, por lo que es mlnlma el área en que la Comunidad no 
puede ejercer los derechos de uso, goce y posesión sobre dicho territorio". 

23. Afirma que, con el fin de buscar una solución al conflicto, el 7 da abril de 2001 se 
creó una Comisión lnterinstltuclonal ed-hoo, integrada por representantes del INA, la Comunidad 
Garffuna de Punta Piedra, representantes de la localidad de Rlo Miel, OFRANEH y ODECO, Agrega 
que dicha Comisión logró la firma de un acuerdo equivalente a una "conciliación extrajudicial", en 
virtud del cual se gestionó ante el INA la realización de un evalúo de las mejoras Introducidas por loe 
ocupantes del área de Rfo Miel, el cual arrojó un monto total de 13.168.982,84 lempiras. Informa 
que el Presidente de la Comisión da Presupuesto del Congreso Nacional envió al INA el 
Anteproyecto de Dictamen sobre el Proyecto da Decreto "Desarrollo Garffuna" y que dicha entidad 
emitió opinión favorable. Afirma que, no obstants, "nunca fue incorporada la partida en el 
presupuesto de la Institución para e.l saneamiento de Punta Piedra, razón por la cual dicho 
saneamiento no se he efeotuado", 

24. Indica que, posteriormente, realizó una serie de acciones dirigidas a solucionar el 
problema de tenencia de la tierra. Al respectó, informa que el 22 de enero de 2007 el INA suscribió 
un acta con OFRANEH en la que acordaron conformar una Comisión lnterlnstltuclonal, la cual 
mantuvo reuniones con representantes de la aldea de Rfo Miel. Informa que el 12 de julio de 2007 el 
INA emitió un nusvo avalúo por un total da 17,108.448,58 lempiras, el mismo que fue presentado a 
la Secretarfa de Finanzas el 14 de diciembre de 2007, sin qua haya sido aprobado. 

25. Sobre el argumento de agresiones que habrla sido objeto la Comunidad, Informa que 
el hermano de Fállx Ordóñez Suazo interpuso una denuncia por su homicidio {Denuncia No. 310-071. 
"por lo que en la actualidad la Dirección General de Investigación Criminal está realizando las 
investigaciones que conduzcan a esclarecer la muerte antes citada". Agrega que 11 61 Ministerio 
Público tuvo conocimiento de los hechos a través de denuncia recibida[ ... ] por la Fiscal ;:;speclal da 
Etnias y Patrimonio Cultural, proveniente de OFRANEH". Informa que, en virtud a ello, se han 
abierto dos Investigaciones, una a cargo de la Flscalla Local de Trujillo, y otra en la Fiscalía Especial 
de Etnias y Patrim011lo Cultural, registrada bajo el número 7277-2007, las cuales se encuentran 
realizando cllllgenclas lnvestlgatlvss. 

26. En cuanto a alegatos da derecho, sin referirse específicamente a los artículos 
declarados admisibles por la CIDH, el Estado sostiene que "considera una obligación ineludible la 
solución del problema de las comunidades en conflicto, y que su desenlace pasa por la buena 
voluntad de la base social Involucrada, en qua ambas partas an conflicto alagan tener igual o mejor 
derecho". Señala que, en virtud al artfculo 15 de la Ley de Reforma Agraria, "quien ocupe y explo1e 
tierras nacionales o ejldalas, durante tres años, tiene derecho a que se le adjudique la 
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correspondiente superficie", Sostiene que esta disposición y el articulo 103 de la Constitución que 
recoge el derecho a la propiedad, empara a la Comunidad de Rfo Miel y a otros ocupantes que 
cuentan con "dominios amparados en escrituras públicas debidamente registradas". Destaca qua 
"ratifica su compromiso efe continuar le ruta diligente de búsqueda de solución al conflicto entre 
ambas comunidades, enfatizando aquella de le negociación, que no violente las disposlolonae legales 
sobre la materia 11

• 

IV. HECHOS PROBADOS 

27. En aplicación del artfculo 43.1 de su Reglamento, la CIDH examinará los alegatos y 
pruebas suministradas por las partes, la información obtenida durante la audiencia realizada en el 
124' periodo ordinario' de sesiones de la CIDH4, e Información de público aonooÚniento'. 

A. Pueblo Garffuna en Honduras: territorio, organi~aolón y modo de subsistencia 

28. Honduras tiene una composición multlétnlca y pluricultural, y está lt1tegrada por 
personas mestizas, lndfgenas y afrodescendientes. Existen estimaciones diversas sobre el número 
total de la población que compone al pueblo Garlfuna en Honduras. Según el censo realizado por el 
Instituto Nacional de Estadfstlca en 2001, 46.448 personas se autoldentiflcan como garffunas, 
mientras que otras fuentes estiman una población aproKimada de 98.000 personas•. 

29. El origen del pueblo Garffuna se remonta al siglo XVIII y surge del sincretismo entre 
pueblos indfgenas y africanos. En 1635, dos barcos españoles que transportaban personas 
provenientes de África para realizar trabajo esclavo, naufragaron en la Isla San Vicente. A la época, 
la Isla se encontraba habitada por descendientes del pueblo indfgena arawak y del pueblo lndfgena 
kallnagu. Este último, proveniente de Sudamérlca, Invadió la isla en el siglo Xlll. Los descendientes 
de la fusión de indfgenas con africanos fueron llamados karaphunas. En 1797 Gran Breta~a tomó 
control de la isla San Vicente y los karaphunas fueron deportados a la Isla Roatán. Desde Roatán 
emigraron a tierra firme en lo que hoy es territorio de Honduras, a través de Trujlllo, para luego 
extenderse a lo largo de la costa norte hondure~a y hacia la costa del caribe de Guatemala y Balice'. 

30. La unión entre africanos y amerlndios de San Vicente hizo de los Garlfuna una 
cultura y Ul1 grupo étnico diferenciado. Los Garffuna se auto Identifican como un pueblo indfgena de 
cultura africana". 

4 CIDH, Audiencia Pública de techa 7 da tnatto dá 2006 sobre "Peilolón 1119/03- Comunidad Garffuna de Purrta 
Piedra, Honduras 1

', 124° periodo ordinario de sesiones de la CIDH. 

¡¡ f'!l articulo 43.1 del Raglamento de ls CIDH establece; la Comisión dellbe!'ará sobre el fondo del caso, a cuyo efecto 
preporará un Informe en el cual examinará los alegatos, las pruebas suministradas por las partes, y la lnfortnaclón obtet1lda durante 
audiencias y observaciones in loco. Asimismo, la Comisión podrá tener en cuenta otra Información de público conoolmlento. 

6 lnati1uto Nacional da Estadfstlca. Censo 2001. Base de datos !Tedatam. Disponible en: 
http :ljwww.tna.gob.hn/drupel/node/301 , 

7 Testlmonlo de Gregaria Flores Martfnaz rendido an la audiencia púbtlc¡,¡ nobre fondo y eventuales reparaciones y 
costas celebrada anta la Cor1e lnterameriaana los dfas 28 y 29 de ]!Jnlo <la 2006 en al Caeo Alfredo Lopéz Vs Honduras; 
Corte ID H. Caso López Alvarez Vs. Honduras. Sentencia da 1· de febrero da 200€1. Serie C No. 141, párr. 54.1; Pobreza 
étnica en Honduras, Utte von Gleloh y Ernesto Gélvez. Unidad de Pueblos lndfgenas y Desarrollo Comunitario. Banco 
Interamericano de Desarrollo, Departamento de Desarrollo Sostenible. Washington, D. C., Septiembre de 1999, Disponible en 
tlttP-:IfY"ww.bvsda.pah<>.org/bvseod/cd47/etnlca.pdf; Presentación anta SubMcom!slón para la promoción y protección de los 
Derechos Humanos. Grupo da trabajo sobre las Mlnorraa. ONU, 10a Seal6n. 1 - 6 Marzo 2004. Disponible en: 
http :/fwww 2. oh eh r. o rg/an g! lsh/issuas/mlnorlt!es/d ocs/0 FRA N EH3a .d oo. 

8 Testimonio de Gregoria Flores Martfnez rendido en la álldléno!a pública sobre fondo y eventuales reparaciones y 
costllS celebrada ante la Corte !nteramerlcana los dfas 28 y 29 da junio da 2006 an al Caao Alfredo Lopéz Vs, Honduras. 
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31. El pueblo Garlfuna habita en Honduras en comunidades rurales ubicadas en el litoral 
atlántico o zona costera del Caribe que corresponden e los departamentos de Cortés, Ati~ntlda, 
Colón y Gracias a Dios y un número creciente de garltunas vive en ciudades como La Caiba, Tela, 
Cortés, Truj[llo, San Pedro Sula y Tegucigalpa. 

32. El pueblo Garffuna en Honduras ha mantenido sus propias formas culturales, 
organización e instituciones sociales y culturales, forma de vida, cosmovlslón, usos, costumbres, 
prácticas ceremoniales, Idioma, vestuario y relación especial con la tierra'. 

33. Para las comunidades Garftuna la tierra es fundamental en su supervivencia, hay una 
vivencia permanente con la tierra en armónica relación con los recursos naturales en su territorio. 
Esta estrecha relación se refleja an la oreen ola de los Garffuna da que "[l]a tierra es la madre, es la 
vida,[ ... ] el gar[funa sin tierra no es garlfuna,,el garlfuna sin mar no es gar[funa"10• 

34. Los Garlfuoa mantienen los usos comunitarios tradicionales de la tierra y otros 
patrones de trabajo y actividad que reflejan sus orfganes, su hogar en la costa norte de Honduras, y 
su singular oultura11 • La economla está conformada, entre otros, por la pesca artesanal, el cultivo da 
arroz, mendlooa, banano y yuoa, y la caza da pequei\os animales del mar y el bosque tales como 
ciervos, agutfes, tortugas y manetfes12• 

36. La playa y el mar son parte de la Identidad étnica y cultural garifunas, pues además 
de tener un valor fundamental para su subsistencia, están vinculados a su historia, por lo qua son 
elementos importantes en ceremonias religiosas y de conmemoración de su llegada por mar a 
Centroamericana 13• 

36. La Identidad dsl pueblo Garffuna se ve reforzada por la existencia da un Idioma 
propio que se basa en "los Idiomas amerlndios arawak y caribe, e Incorpora palal>ras del francés, el 
español y el lnglés14", y por las formas de organización ancestral alrededor de las manifestaciones 
culturales, como son los cuadros de danza, que juegan un papel Importante no solo en la 

9 Véas13 Carlbbean Central Amer\oa Researoh Counoll, Diagnóstico del uso y tenencia d" la tfemt an comunidades 
garftunes y mfskittls da Hondures 2002~2003. Disponible- en: http://caarconllne.org/Hondurasang .htm. 

10 lestlmonlo de Gregorla Fiares Martrnaz. rendido en la audlenola pública ,.sobto 1ondo y oventuoles reparaciones y 
oosta$ celebrada ante la Corte lnteramerlcana los d(as 28 y 29 de Junio de 2005 t'lri al CasoA/frfldo Lop~z Vs. Honduras. 

11 Panel de lnspecclón del Banco Mundial. Informe de Investigación r;obre Programa de Admlnístr~c/ón de Tierras de 
HondvrM. Informe No. 39933-HN. 12 de junio da 2007. p. 21, Disponible en: 
http://sltaresources.worldbank.org/EXTINSPECTIONPANEUResources/HondurasFINALINVE!ST!GATIONAEPORTSpanlshTrad.p 
;[!. 

12 Panal de lnapecol6n del Sanco Mundial. Informe de Investigación sobro Progroma da AdmlnlstrBaíón dfl rF~rras de 
Hondurm>. Informa No. :39933~HN, 12. de julilo de 2007, p. 21-25 Disponible en: 
http://altereaources.worldbank.org/EXTINSPECTIONPANE:L/ResourcesJHondurasFINALINVESTIGATIONREPORTSpBnlehTrad.p 
s!f. Asimismo, Corte IDH, Caso López AIVllf9Z Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Seria C ND. 141, párr. 54.1. 

13 González, Nano-le. So}oumars ot th9 Curlbbean: l!thnogenesls and Ethnohistory of the gal'ifunas. UnlvBrs.tly of 
tlllnols Press. Urbana and Ch!caoo: 1988. En: Panel de Inspección del Banoo Mundial. Informe de /nvestfgaoión sobre 
Programa de Administración da Tierras de Honduras. Informe No, 39933-HN. 12 de junio de 2007. p. 23. Disponible en: 
http:/lsiteresouro~a.worldbr;mk.org/EXTINSPECTIONPANEl./Aeaources/Hondurat>FINALJNVESTIGATIONREPORTSpMI{IhTrad.p 

!!.f. 
14 De acuerdo a la U NESGO, "La lengua garrfuna psrteneoe a la fnmllla de lenguas arawek y he sobrevivido a siglos 

dB parsecuc!6n y dominación lingll{st!oa. Paseen una gran riqueza de úragaa 1 relatos que aa narraban durante laa veladas o lfls 
grandes reuniones. Las melod[as reúnen elementos aftlcanos y amerlndloa y los 1extos constituyen una verdadera reserva da 
la historia y el ~abet tradioional de loa garffunaa sobte el cultivo del m~lhloo, la pesca, le í·abrlcaclón de canoas y (t) 
cons1rucclón de ca:>lls de barro -cocldo. Hay t!!lmblén un fuerte componente satfr!co en les canelones que se oantan al ritmo 
de los tambores y ae aoompaf'ien da bailas en los que partlolprm loa asp~ctedores". UNESCO, Obra maestra del patrimonio 
oral e inmaterial de lfl humanidad - "la lengua, la danza y la música de los garlfunas"'. Dlsponlble an: 

· http://www.unesco.org/culture/lohilndex.php?lg"" ES&op = HN. 
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conservación da la cultura, sino también en la comunicación y la transmisión oral de su historia. 
Dado el valor cultural que representa el lenguaje, la danza y la música garffuna, basadas en una 
cultura oral, la Organización de Naciones Unidas para la educación, Ciencia y Cultura (U NESGO) las 
declaró Obra Maestra del Patrimonio Oral e Inmaterial de la Humanidad en el 2001 '"· 

37. Las comunidades Garlfuna poseen diferentes formas de organización social, algunas 
de carácter tradicional y otras que han sido producto de la necesidad da defender sus derechos y 
territorios. El matriarcado prevalece en su cultura, lo que refuerza considerablemente el papel de la 
mujer en matarla educativa, polftica, económica y social, aspectos en los cuales las mujeres 
participan conjuntamente con los hombres". Por otra parte, la poligamia masculina es admisible 
dentro da la cultura garlfuna17• 

g¡ pueblo Garffuna de Honduras asta ubl.cado a lo largo da la costa atlántica da Honduras, 
cuanta con aproximadamente 200,000 habitantes diseminadas en 46 comunidades, por 1 mas 
205 a~os. Forma parta da· la Identidad cultural de la hondureña. 

Históricamente se ha caracterizado por ser un pueblo pacifico, respetuoso de la naturaleza por 
lo que las zonas habitadas por dicho pueblo cuenten con recursos naturales qua les permita 
recrear y desarrollar su cultura. 

Por la Importancia de los recursos naturales para el desarrollo del pueblo Garltuna y para el 
pueblo hondureño en. ganara!, aa precisa que el Estado toma medidas tendientes a garantizar 
la preservación da dichos recllrsos naturales !slc] 18. 

B. Comunidad Garffuna da Punta Piedra 

38. La Comunidad Garffuna de Punta Piedra se ubica en el Municipio de lrlona, 
Departamento de Colón, a orillas del mar oaribe19 y está compuesta por aproximadamente 1 .500 
personas20

• Las partes coinciden en que la Comunidad de Punta Piedra habita la zona desde tiempos 
Inmemoriales. 

C. Proceso de reconocimiento y titulación del territorio de la Comunidad de Punta Piedra 
y sus miembros por parte del Estado 

39. La Comunidad Garlfuna·de Punta Piedra ha realizado una serie de accionas anta el 
Estado hondure~o para lograr el reconocimiento y garantla efectiva del territorio ocupado 
históricamente, con base en la normativa disponible en el ordenamiento Interno. Por su parte, el 
Estado ha reconocido y titulado el territorio de la Comunidad mediante diversos actos jurídicos, los 
cuales, de acuerdo a la prueba aportada por las partes, se detallan a continuación: 

16 Véase UNESCO, Obra maestra del patrimonio 0(0! e Inmaterial de la humanidad - "La lengua, la. danza y la 
músim.1 de los (1arffunas". Disponible en: http://www.unesao,org/cutture!lch/lndex.php?lg- ES&cp- HN. 

16 Véasa Caribbsan Central Amsrloa Researoh Counc!l. D!agnóst/oo del uso y tenenola de la tlem'l en comunidades 
garífunes y mlsk/tBs de H()nduros 2002~2003. Dlsponlb!e en: htto://ooerconllna.org/Honduraseng .htm. 

11 Corte IDH. Caso Lóp9z Álvatez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006, Serie C No. 141. párr. 54.1. 

16 Anexo 1. Moclón susnritH por los Diputados Olegarlo López Róohez, Erlclc Maurlolo RodrfgUez, SamuGI Mart{nez, 
Jorge Ulonfdas Garofa, entre otros y presentada con fecha 18 de abril de 2002 ante el Cong!'eso Nacional. Anexo de la 
patlolón IniCial de fecha 27 de octubre de 2003, recibida por la ClbH el 29 de octubre de 2003, 

19 Anexo 2. Mapa sobre "ublcacfón geográfica del terreno da ls Comunidad C3arffuna de Punta Piedra" elaborado por 
el !NA al 12 de julio de 2007. Anexos de! esorlto preselltado por al Estado el 19 de julio de 2007, durante reunión da trabajo 
del 1.28 periodo ordinario de sesiones. 

2° CIPI~, Informe de Admisibilidad No. 63/101 24 de mart:.o de 201 O, Petición 1119-03, Comunlda.d Qarffuna Punta 
Piedra y sua miembros, Konduraa, párr. 32. 
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1. Titulo Ejldal 

40. El Estado de Honduras en aplicación de la Ley Agraria vigente en la década del 20, 
otorgó a través de un titulo e)ldal al derecho de uso y goce sobre un terreno da 800 hectáreas y 
fracción a la Comunidad de Punta Piedra. El Estado dice que el titulo ejida! es de fecha 26 de 
diciembre de 1922 y los peticionarlos del año 1921, sin embargo, ambos coinciden en la naturaleza 
ejldal del documento como también en al área sobre la cual recayó". 

2. Titulo definitivo de dominio pleno sobre 800 hectáreas 74 áreas y 8 centiáreas del 
afio 1993 

41. En virtud de une solicitud realizada por la Comunidad el 13 de octubre de 199222
, el 

16 de diciembre de 1993 el INA adjudicó un titulo definitivo de propiedad a la Comunidad Garlfuna 
de Punta Piedra sobre el área correspondiente al titulo ejldal, esto es, sobra 800 hectáreas 74 áreas 
y 8 centiáreas. El titulo definitivo de dominio pleno fue Inscrito en el Registro de la Propiedad, 
Hipotecas y Anotaciones Preventivas el 21 de enero de 1994". 

42. Las collndanciaa del titulo otorgado h1eron las siguientes: Norte; Mar Caribe; sur: 
terreno nacional; este: Ejldos de Cusuna; y oeste: terrenos nacionales y viejo cauce del Rfo Mlei.La 
adjudicación ea realizó a titulo gratuito y se transfirió "el dominio, posesión, servidumbre, 
anexidades, usos y demás derechos reales Inherentes al inmueble". En el titulo se estableció lo 
siguiente: 

No obstante lo definitivo de este traspaso, el presente tftul9 q'ueda sujeto a las condiciones 
siguientes: A} Que en caso da permitlrsa la venta o donación de lotes del terreno adj1Jdicado, 
únicamente se autorice para proyectos tur(sticos debidamente aprobados por el lnst!tuto 
Hondureño de Turismo y a descendientes da la Comunidad Étnica beneficiada. Bl Olla se 
respeta la Integridad de los bof.lques para asegurar la exlstancla de las fuentes de agua, la 
calidad de las playas, asf como la estabilidad de las laderas da pendientes fuentes y el hébitat 
de fauna local, preservándose asf las condiciones naturales dellugar24

• 

43. El titulo fue otorgado con base en la Ley de Reforma Agraria, adoptada mediante 
Decreto Ley N" 170-74 del 30 diciembre 1974, en vigor desde el14 de enero de 1975, la cual fue 

21 El testigo Doroteo Tomas afirmó al respecto lo siguiente: "[ .. ,] Los anceatros nos dejaron un doollmanto por el 
terreno. [ ... ] Este documento encastre! qua tenernos lo dio el goblemo en el año 191.1 [, .. ]11 .ICIDH, Atldtencla Pt'íbl!ca de fecha 
7 -de marzo de 2006 sobre "Petlt:lón 1119/03 - Comunidad Garltuna da Pu'nta Piedra, Honduras", 124° periodo ordinario da 
sesiones de la CIDH). Ver también, Comunicado póblioo da OFRANEH del 12 de junio de 2007 donde se afirma qua Punta 
Piedra cuenta Gon un tftulo ajldal que data de 1921. [Anexo 3. Comunicado público de la OFRANEH del 12 .de junla de 2007. 
Anexo del eso rito de la petlolonarla de 12 de junio de 2007, recibido por le CIDH el 14 de junio da .2007]. Por su parte el 
Estado afirmó que "el 26 de diciembre del año 1922 el Eetado de Honduras [ ... ] otorgó a la Comunidad de Punta Piedra un 
titulo ejidal (uao y goce) sobre un terteno da BOO heotáreaa y fraoclón .... Documento presentado por el Estado de_Honduras el 
19 de ju\lo de .2007, durante reunión de trabajo del 128° periodo ordinario de sesiones. 

22 Anexo 4. "[Aloredltado en !E~s dll!genc!as contenidas en el ~xpedlente No. 213239 incoado con fecha OTUSRE 13 
DE 1992 que la COMUNIDAD GARIFUNA "PUNTA DE PIEDRA'' reune los requisitos de la Ley para ser adjw:lloat&rla de tlarra 
en la Reforma Agr-aria, por e.ste acto OTORGA: TITULO DEFINITIVO DE PRDPII:DAD EN DOMINIO PI.I::NO". Ver en: 'íf'l:ulo 
definitivo de propiedad otorgado por el !NA !ill 16 de diclembre de 1993, Identificado con el Expediente No, 26239, Apexo del 
escrito presentado por al Estadb el 19 da Julio de 2007 1 durante raunlón ele trebejo del 128° periodo ordinario de sesiones. 

23 Anexo 4. Titulo definitivo de proplednd otorgado por el !NA el 16 de diciembre de 1993, Identificado con el 
E.xpedlante No. 25239, Anexo del escrito presentado por el Estado el 19 de JuUo de 2007 1 durante reunión de trabajo del 
128° periodo ordfnar!o de sesiones. 

24 Anexo 4. TCtulo definitivo da propiedad ot<Hgado por el !NA el 16 de dlclembre de 1993, ldent!flcado con al 
Expediente No, 26239, Anexos dBI escrito presentado por el Estado al 19 de julio de 2007, durante reunión de trabajo del 
128., pGrlodo ord!narlo de sesiones. 
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modificada por la Ley para la Modernización y el Desarrollo del Sector Agrícola, adoptada por 
Decreto N' 31-92 del 5 de marzo de 1992, en vigor desde el 6 de abril de 199226 • En lo pertinente a 
las comunidades Garffuna, el. artículo 92 modificado establece que: 

Articulo 92. [ ... ] Las comunidades étnicas que acrediten la ocupación de las tierras donde 
estén asentadas, por el término no menor de tres años Indicado en el Artfcu!a 16 reformada 
de aste Ley, recibirán los titulas de propiedad E!n dominio pleno completamente gratls1 

extendidos por el Instituto Nacional Agrario en el plazo estipulado en el Articulo 15 referido". 

3. Titulo definitivo de dominio pleno sobre 1.613 hectáreas 54 áreas y 45.03 
centiáreas del año 1999 

44. La Comunidad Punta Piedra solicitó al INA la ampliación del área adjudicada" y el 6 
de diciembre de 1999 dicha Institución le otorgó un titulo definitivo de propiedad en dominio plano 
sobre un predio rural de naturaleza juridica nacional de u11a supariioie de 1.513 hectáreas 64 áreas y 
45.03 centiáreas, el cual fue Inscrito en el Registro de la Propiedad, Hipotecas y Anotaciones 
Preventivas el 3 de enero de 2000. Las collndanclss de la nueva área adjudicada fueron las 
siguientes: Norte: tierras privadas dé la Comunidad de Punta Piedra: sur: tierras nacionales o zona 
de reserve: este: tierras de la Comunidad de Cusuna: y oeste: tierras nacionales28

• De acuerdo al 
titulo, se transfirió a la Comunidad el "dominio, posesión, servidumbre, anexidades, usos y demás 
derechos reales inherentes al Inmueble". 

45. El titulo de 1999 fue otorgado con base al artículo 346 de la Constitución de 
Honduras, el artículo 92 y otros de la Ley de Reforma Agraria y el artículo 14 del Convenio 169 de 
la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en pafses Independientes". 

46. En el titulo se dispuso le exclusión de 46 hectáreas 12 áreas 96.66 centiáreas que 
estaban tituladas en dominio pleno a favor de dos particulares30 e incluyó la siguiente cláusula: 

i!G Ley para la Modarniz.aclón V el Desarrollo del Sector Agrfoola. ruente: INA, Marco legal. Disponible en: 
http://www.lna.hn/userfiles/flle/r'll.Jtwof!]Jay pare la modernlzaclon y desarrollo del sector agrlcola lmdsa.pdf. 

20 Sagtln la !nforrnao!ón dlaponlbls, ODI1 arreglo a esta legislación, "entre ·1993 y 2004, 36 comunidades garlfunaa y 
6 Empresas Asociativas Catnpaslnaa garffunas en los DePartamentos de Atlántlda, Colón, Cortés, Gracias a Dios e Islas de la 
Bahfa obtuvieron un tftulo plano. de propiedad comunal". Véase Panal de Inspección del Banco Mundial. Informe de 
Investigación sobre PragrtJma do A.dmln!strt~clón de Tierras de Honduras,· Informe No, 39933-HN. Disponible en: 
bi'tl2://sltereso urc.es. wo rldbank .o rg /EX T 1 N S PEC'TI ON PAN t:l/Aesources/Hondu rasFI N ALI NVEST 1 G A TI O NR EPO ATSpa nl sh Trad. p 
l!f. 

z7 N[ ... JEillcencledo ANIBAL DELGADO FlALLOS en la condición oon que aotda declare que a rafz de la So!lc!tud de 
tierras presentada por al Patronato !Jro~Mejoram1anto de Le Comunidad Punta da Piedra, oon personalidad Jurfd!oa número 
274-96, en expediento número 10776-52147 les otorgó TITULO DEFINITIVO DE PROPIEDAD EN DOMINIO PLENO [ ... 1". 
Anexo 15. Rectlflcaclón del Htu!o definitivo de propiedad en dornlnlo pleno otorgado por eliNA el11 de enero de 2000. Ane)(o 
de la petición Inicial ~ fecha 27 de octubre de .2003, recibida por la CIDH el 29 de octubre de 2003, y Anexos del escrito 
preserrtedo por el Estado el 19 dé jul!o da 2007, durante reunión do trobajo de1128" periodo ordinario de sesiones. 

28 Ansxo 6. Titulo deflnttlvo de propiedad otorgado por ol !NA el 6 da dlolembra de 1999, Identificado e-on el 
Expediente ·No. 62147-10776. Anexos da! eeorlto presentado por el Estado e119 da julio t:le 20071 durante reunión de trabajo 
del 12.8" periodo ordinario de sesiones. 

29 Anexo 6, Tttulo definitivo eJe propiedad otorgado por el !NA el 6 de diciembre de 1999, ldantiflcedo c:on el 
Expedlentl;l No. 52.147-10776. Anexos del escrito presentado por el Estado el 19 de julio de 2007, durante reunión da trabajo 
dal 128" periodo ordinario de sesiones, 

30 Al respecto, el titulo dispone, a la letra, que: 11En el predio 'descrito queda comprendida una superficie da 
CUA~ENTA Y SEIS HECTARI"AS, DOCE AREAS CON NOVENTA Y SEIS PUNTO SESENTA Y SEIS CENTJA~EAS (46 Has. 12 
A3, 96.!:16 Cas,), que por estar tituladas en dominio pleno a favor de los sef1orss: Ambroclo 'fhomas C¡;¡st!llos, con dos (2) 
predios, uno dEJ 22 Has. 66 As. 76.06 Ces. y otro de 3 Has. 61 As. 97.99 Cas y Sergia Zapata Mattfnez con un predio de 19 
Has. 86 As. 23,61 Cas.¡ no formen parte de la presente adjudloao16r/', Anexo 6, Titulo -definitivo da propiedad otorgado por 
el INA al 5 de diciembre -de 1999, klent!flcado con el Expediente No. 62 147~10776. Anexos dral -escrito presentado por el 
Estado el19 da Julio de 2007, duranto reunión de trabaJo del 128" periodo ordln.!lr!o de sesiones. 
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[ ... ] se excluyen de la ·adjudfcación las superflaiM ocupadas y explotadas por personas ajenas 
a la Comunidad, reservándose el Estado el derecho de disponer de las mismas para 
adjudicarlas a favor de los ocupantes que reónan los r'equlsltos de Ley91 , 

47. El 11 da enero da 2000 el IN A, a través de su Director Ejecutivo y mediante 
escrítura pública eliminó la cláusula qua axclufa del titulo da dominio pleno da 1999 las superficies 
ocupadas o explotadas por personas ajenas a la Comunidad de Punta Piedra. En la escritura de 
rectificación se dejó constancia que la Inclusión de dicha cláusula habfa sido producto de un error 
Involuntario y por tanto se eliminaba y quedaba sin valor ni efecto. 

[ ... }en el Tftulo Definitivo da Propledm::l en Dominio Pleno mencionado en la Cltiuaula anterior, hubo un 
error Involuntario al establecer en las oondlolones del Tftulo el pérrefo slguiGnta nse excluyen de la 
Adjudicación las superftcles ocupadas y explotadas por personas ajenas a la comunidad, reservándose el 
Estado el der.echo da disponer de las mismas para adjudtcarlas a favor de los ocupantes que reúnan [os 
requisitos de ley", el cual por este acto se ellmlna y queda eln nlng(m valor n! efactoa2• 

48. En virtud de la rectificación, el trtulo da dominio pleno otorgado por el Estado a la 
Comunidad de Punta Piedra en 1999 comprendió, sin excepción, la totalidad de la superficie 
entregada. 

49. En consecuencia, las partes han acreditado mediante Instrumentos p~blicos que el 
Estado otorgó a la Comunidad Garffuna de Punta Piedra dos titulas de dominio pleno, ambos 
vigentes a la fecha. El primero en 1993 por una superficie de 800 hectáreas y fracción v el segundo 
an 1999 por una superficie da 1.513 hectáreas y fracción, sumando un total de 2.314 hectéreas v 
fracción. 

D. Ocupación del territorio de la Comunidad de Punta Piedra por terceros 

50. De acuerdo a la Información aportada por las partes, a principios de los años 90, la 
zona de Rfo Miel ubicada dentro del territorio reivindicado como ancestral por la Comunidad Garffuna 
Punta Piedra, fue Invadida por campesinos o también llamados "ladinos"". El Estado en su primera 
respuesta a la Cl DH señaló: 

El ptoblamfl da la tenencia .de la t!err~ de la Comunidad Garftuna Punta Piedra tia na- e:u origen con la 
llegada da loa primeros po-bladores de la comunidad que se conoCe :como Rlo Miel, a quJeneB loa 
pobladoraa d" Punte Piedra los conOcen como ladlnos34, 

a1 Aelm1smo, al tftulo establece que: "Este trtulo de propiedad constituya un patrimonio Inalienable da la comunidad 
beneficiarla, excepto en los casos en que la trasferencia de dDmlnlo se haga oon el propósito de aonetrulr vivienda a favor de 
los miembros de dicha oomunldad que carezcan de elle, asimismo la transferencia da dominio qu(;'l hogan los propietarios da 
viviendas tiene que ser a favor da miembros de la oomunldad. En ambos casos tiene que haber une aprobación de la Juntll 
Directiva del Patronato, misma que debe constar en al Instrumento de 1raneferanci~ de Oomlnlo, El Patronato tendrá deracho 
preferente para la adquisición del dominio de las viviandaa que estén en vanta pero tampoco podl'á vender a terceras 
personas naturales o jurfdicas, solamente podrá hacarlo a lO$ miembros da la comunidad Garffuna banaflclarle", Anexo 6, 
Tftl.llo definitivo de propiedad otorgado por el INA el 6 de diciembre de 1999, Identificado con el l:xpedlente No. 52147· 
10776, Anexos del escrito presentado por el Estado el 19 de jullo de 2.007r durante reuniOn de trabajo del 128" periodo 
ordinario de sesiones. 

32 Anexo 6. Rectificación del trtulo definitivo de propiedad en o'omlt11o pleno otorgad<> por el INA e111 de enero de 
2000. Anexo de la petición Inicial de iecha 21 de octubre de 2003, recibida por la CIDH el 29 de octubre de 2.003, y Anexos 
del escrlto presentado por al Estado el 19 de julio de 2007, durante reunlón de trabaJo del 128~ periodo ordinario de sesiones. 

33 Según el acta da cornpromleo dal 13 de diciembre de 2001, suscrita por autoridades estatales, "! ... } con la 
llegada de los prlmaros pobladorea a la comunidad que reconocemos de Rlo Miel, se lnlcló un problema dQ tanencla de la 
tierra entre le comunidad de Punta Piedra y la de Rfo Miel[..,]". Anexo 7, Acta da aompromlao del13 de diciembre de 2.001. 
Anexo de la petición Inicia! de {echa 27 de octubre de 2003, recibida por la ClbH el 29 de octubre da 2003, . 

34 Contestación Inicial del Estado del25 de marzo de 2004, recibida el 31 de marzo de 2004. 
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61, Sobra la presencia de campesinos en la zona de Rfo Miel, Doroteo Tomas, miembro 
da la Comunidad Punta Piedra, describió lo siguiente en audiencia pública ante la CIDH: 

Estamos aquf hoy dra por un problema que ha llegado a nuestra comunidad en el año 1993. El 
problerria .que ha llegado a nuestra tierra, [es que] vinieron los hijos de nuestra comunidad con 
la información que los invasores se estaban apoderando de la tierra, que es herencia de 
nuestros ancestros. { ... ] Cuando recibimos la noticia que allr establ:ln los Invasores, nosotros 
de la comunidad fuimos a conversar con ellos de buena manera, ello dijeron que nos Iban a 
matar [ ... ]35 , 

62. El Estado explicó durante al trámite del presenta caso que en el tftulo de dominio 
plano otorgado por eiiNA a la Comunidad da Punta Piedra en 1999 sobre una superficie da 1.513 
hectáreas •quedó comprendida un área de aproximadamente 670 hectáreas cuya posesión ejerclan, 
en aquel tiempo y ejercen a la lecha, los vecinos de la Comunidad de RIO MIEL.- En el tftulo referido 
a la ampliación se estipuló que estas 670 hectáreas quedaban excluidas del área adjudicada y que el 
Estado podfa disponer da le misma con él fin de legalizar su tenencia a favor da aquellas persones 
que acreditaran los requisitos de ley. Sin embargo, posteriormente el Instituto Nacional Agrario 
otorgó un Instrumento Público da rectificación de tftulo [ ... ) acción que dejó sin nlngón valor lo 
referente a la exclusión de esas 670 hectáreas ocupadas y explotadas por la comunidad de "RIO 
MIEL•, y quedan consecuentemente en dominio pleno a favor da la Comunidad de Punta Piedra, 
dentro del tftulo de 1613 hectáreas", 

53. En consecuencia, la Comisión observa que las partes en al presente caso coinciden 
en que parte del territorio reconocido y titulado por el Estado a favor de la Comunidad Garftune de 
P~nta Piedra, desde comienzos de los noventa está ocupado por campesinos que Invadieron la zona. 
Asimismo, que dentro del territorio de la Comunidad de Punta de Piedra existe al menos un terreno 
titulado por eiiNA a tavor da un tercero mediante domlnl'o plano. 

64. . Asimismo, consta que el territorio Garffuna de Punta Piedra abarca parte del área 
llamada Reserva Forestal "Sierra Rfo Tinto•. Sin embargo, no consta de la Información aportada por 
las partes la declaración o creación de dicha Reserva Forestal como catagorla de área protegida. 
Asimismo, da acuerdo a información-de público conocimiento, el Instituto Nacional de Conservación 
y Desarrollo Forestal, Áreas Protegidas y Vida Silvestre emitió el Acuerdo 007-2011, publicado en la 
Gaceta Oficial el 5 da julio de 2011 con el objeto de declarar como área protegida el "Parque 
Nacional Sierra Tinto"", que abarcarla parta del territorio da la Comunidad de Punta Piedra. Dicho 
acuerdo estarla pendiente de aprobación ante el Congreso Nacional y no consta que haya sido 
consultado con la o las comunidades Involucradas". 

36 CIDH, Audlanola Pública de fecha 7 de marzo da 2006 sobre "Patlolón 1119/0J- Comunidad Gerffuna de Punta 
Piedra, Honduras", 12.4° periodo or<ilnar!o cte sesiones da la CIDH .. 

ae Ver en La Tribuna, 22 de mayo de 2011, "Reserva Forestal Sierra Afo Tinto: Se lrnpulEia prooaao ptlra do/-clararla 
legalmente como un parque nacional ..... Disponible en http:/lold.latribuna.hn/2011/05/22/reserva-forea1al-aiemHio~tinto-se­
lmpu!sa~proceso~para-declararla-legalmente-eomo-un-pargue-nacional/ 

Ver también Acuerdo 007-2011 del Instituto Nacional de Conservación y Desar(ollo Forestal, ÁreHs Protegidas y 
VIde Sllveetr.o. La Gaceta. Diario Oficial de la ReRúblloa de Honduras de facha 5 de !ulio de 201·1, Disponible en: 
http://www .tsc .gob.hnllsyes/Declarar% 20oomo%20.area%20proteglda% 20ei%20Parque% 20NsclonaJ% 20Slerra %20R!oo/o 2 
OT!nto%20irlona% 20Colon.pdf 

37 Al respacto1 ver artrculo 101 de le Ley de Propiedad de Honduras1 Decrsto 82 del 28 de mayo de 2004.1 qua 
establece: El manejo da éroaa protegidas que se encuentran dentro de tlerrfls de estos pueblos será hecho en forma conjunta 
oon el Elilbdo, rMpstendo la normativa del ordenamiento terrltorlal que defina afectaciQnes de uso y titularidad por razones de 
Interés general. Disponible an: 
http:/Jwww ,congr.esonaolonal.hnlindex,php?opt!on- com wrapper.&vlew - wraQJ:lllr&ltamld = 66, 
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56. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión observa que la peticionarla centra sus 
argumentos y pruebas en la ocupación por terceros del territorio de la Comunidad Garífuna de Punta 
Piedra. 

66. Efectivamente, ae la Información aportada por las partes consta que le extensión 
ocupada por campesinos en Río Miel alcanzaba en diciembre de 2001 606 hectáreas". El 12 de julio 
de 2007 el INA Informó que dentro del área comprendida en el titulo definitivo de dominio pleno 
entregado a la Comunidad de Punta Piedra por 1.613 hectáreas 54 éreas y 46.03 centiáreas del año 
1999, la tierra estaba distribuida de la siguiente forma: 

A continuación se detalla un cuadro de resumen del cómo esta conformada y dls1rlbulda la 
tierra, en lo que respecta al área de ampllaclón da Punta Piedra: 

AREA OCUPADA POR LADINOS DENTRO DE LA AMPLIACION 
TIERRAS GARIFUNAS DENTRO DEL AREA DE LA AMPLIACION 
AREA DE BOSQUE DENTRO DEL AREA DE LA AMPLIACION 
TERRENO DE AMBROCIO TOMAS CON DOMINIO PLENO 
AREA COMPRENDIDA ENTRE CARREHRA Y CARRILES 

TOTAl. 

612.1~ HAS. 
66~.24 HAS. 
177.98 HAS. 

68.06 HAS 
2.1~ HAS. 

1,513.54 HAS. 

Cabe mencionar que el área de bosqua o montaña (177,98 has.) están actualmente en 
posesión por los miembros de la Comunidad de Rfo Miel., Siendo las oollndancias del Area 
Titula de Ampliación de Punta Piedra las siguientes: 

Norte: 
Sur: 

Tlerres Prlvedas de la Comunidad Garltuna de Punta Piedra. 
Zona de Reserva. 

Este: 
Oeste: 

Comunidad Garffuna de Cusuna y Clriboya. 
Municipios de l-Imón e lrlona." 

67. En el mismo informe, el INA adjuntó un listado de los "OCUPANTES DE LA ALDEA 
DE RIO MIEL DENTRO DEL TITULO DE AMPLIACION DE PUNTA PIEDRA", que sumaban 
aproximadamente 33 personas". 

58. Gráficamente, la situación se describe por el !NA en el Mapa sobre· "ubicación 
geográfica del terreno de la Comunidad Garffune de Punta Piedra" elaborado por dicha Institución y 
de fecha 12 de julio de 200741 • 

69. En ·consecuencia, en virtud de documentos emanados del Estado, cons:ta qua la 
Comunidad Garltuna de Punta Piedra posee 653.24 has. de las 1,513.54 entregadas por el Estado 
en dominio pleno en el año 1999, estando el resto ocupadas por terceros, sea producto de Invasión, 
se·a ..,, virtud de un titulo de dominio entregado por el propio Estado a terceros. La CIPH observa 
que el Estado afirma en nota de fecha 22 de agosto de 2011 que "únicamente Doscientos Setenta y 
Ooho punto Cuarenta Has (278.40 Has) ocupa la Aldea de Rlo Miel". Sin embargo, asta cifra no 

36 Anexo 7. Acta de compromiso del 13 de diciembre de 2001. A1~exo da la petición Inicial de fecha 27 de octubre 
de 2003, recibida por la CIOH el 29 de octubre de 2003, 

89 Anexo B. Informe final del levantamiento cat(lstral del área titulada en ampliación a favor de la Comunidad 
Garffuna de Punta Piedra del 12 de Julio da 2007, Anexo del ese([ lo de observaciones de fondo del Estado de techa 13 de 
octubre de 2010, recibido por la CIDH en le misma f·echa. 

40 Anexo B. Informe fínr:1l del levantamiento catastral del área tfttlladfl en ampliación e tavor d¡;¡ la Comunidad 
Garlfuna t:lt<~ Punta Pladra del 12 da julio da 2007. Anexo del escrito de observaciones de fondo dal Estado d6 facha 13 de 
octubre de 2010, recibido por la CIDH e11 la tnlsma facha. 

41 Anexo 2. Mapa sobre "ubicación geogrllflca del terreno de la Comunidad Gerrfuna de Punta Piedra" elaborado por 
el !NA el 12 de julio de 2007, Anexo del escrito presentado por el Estado al 19 de julio de 20071 durante reunión de trabajo 
del128 periodo ordinario da sesiones. 



20
14 

ooinoide oon una serie da documentos entregados por el mismo Estado y elaborados por el INA, 
ente especializado y a cargo de las gestiones de saneamiento, 

60. Por lo anterior, la CIDH entiende que lo que está en discusión en el presente asunto 
no es al derecho de propiedad de la Comunidad de Punta Piedra sobre el territorio que ocupa, ni la 
entrega de un tftulo jurfdlco qua reconozca tal derecho, sino más bien la obligación de garantizar su 
posesión pacfflca a través del saneamiento y su protección efectiva frente a terceros. 

E. Gestiones realizadas por la Comunidad Garífuna de Punta Piedra para el saneamiento 
de su territorio 

61. La Comunidad da Punta Piedra realizó una serie da gestiones ante autoridades 
estatales para el saneamiento de su territorio para poder usar y gozar de modo pacífico su territorio 
ancestral. Efectivamente, al respecto el Estado Informó qua: 

Como consecuencia da los derechos concedidos- y a efecto de reivindicarlos la Comunidad 
Garrtuna de "PUNTA PIEDRA" formuló ante el Estado de Honduras por medio del Instituto 
Nacional Agrario, la petición de saneamiento dele referida área 42 . 

62. En virtud da las gestionas realizadas por la Comunidad, el INA y el Congreso 
Nacional realizaron diferentes acciones encaminadas al saneamiento de la propiedad titulada a favor 
da Comunidad de Punta Piedra. Al respecto la peticionarla Indicó: 

"La problemática de tierras da Punta Piedra se he convertido en un eterno peregrinaje por 
pitrte de la comunidad al Congreso Nacional, demandando la restitución de las tierras 
lnvadidas"43 • 

1. Comisión lnterinstltucional ad-hoo y acta de compromiso del 13 de dlolambre de 
2001 

63, El 7 de abril de 2001 se estableció una Comisión lnterinstltuclonal ad-hoc integrada 
por representantas deiiNA, el Comisionado Nacional da Derechos Humanos y la Pastoral Social de la 
Diócesis de Trujlllo, "como organismo da conclllacion y concertación en la búsqueda de una solución 
pacifica al confllcto"44• Da acuerdo a la Información presentada: 

Esta Comisión tuvo a la vista los documentos ]urfdlcos qUé constituyen tftulos, escrituras 
públicas, documentos de cornprEI venta, algunos carentes de la formalidad normalmente 
exigidos en materia jurfdlca y elaboró dictámenes que constituyen la Interpretación de los 
derechos que le asistep a los habitantes de las comunldades46 • · 

64. El 26 de noviembre de 2001 la Comisión interlnstltuclonal se reunió "con los vecinos 
de ambas comunidades para concertar las posibles alternativas que avaladas por ambas 
comunidades puedan poner fin al conflicto". El 13 de diciembre de 2001 representantes de la 
Comunidad de Punta Piedra y de los campesinos asentados en Rfo Miel firmaron un "Acta de 

42 Escrito presentado por el E:stado al19 de Julio de 2007, durante reunión de trabajo del 128 período ordinario dG 
sesiones. 

43 Petición Inicial de fecha 27 de octubre de 2003, recibida por la CIDH el 29 de octubre de 2003, 

44 Anoxo 7, Acta de compromiso del 13 da dlolembre de 2001, Anexo de la pet!olón Inicial de faohB 27 de oétubre 
de 200a, recibida por la CIDH e[ 2.9 de octubre de 2003. 

40 Anexo 7. Acta dG compromiso del 13 de diciembre de 2001. Anexo de la petición Inicial de fecha 27 de octubre 
de .2003, recfblda porta CIDH ol 29 de octubre de 2003. 



21

16 

compromiso", junto con los miembros de dicha Comisión y las organlzaolonee garffunas OFRANEH y 
ODEG040 • El referido documento establece, entre otros puntos, lo siguiente: 

b. Las representaciones de las organlzao!onee y las Instituciones antes Indicadas reconocemos 
qua al Estado está obligado a realizar el proceso de sanaamlento a favor da la comunidad da 
Punta Piedra pagando las mejoras a loa habitantes da Rro Miel para qua la comunidad garífuna 

. pueda hacer uso df;ll derecho pleno de propiedad que le da ·¡a documr;1ntación ancestral y la 
otorgada por el Instituto Nacional Agrario. 

c. El Estado a través del Instituto Nacional Agrario daba da buscar de la manera más diligente 
un predio donde se puedan reubicar las familias Jndemnlzedas, además, a través de las 
lnst\tuc!onas competentes se deben de realizar todas las acciones para apoyar el derecho da 
vivienda, de salud, de educación, de agua y de otros beneficios que garanticen las condiciones 
apropiadas a la pol>laol611 reubicada y que de una vez por todas la comunidad de Punta Piedra 
pueda ejercer el dominio en las tlerraa relvlndlcadas47 • 

65. En seguimiento al acuerdo, el 21 de febrero de 2002 la OFRANEH solicitó al Ministro 
Director del INA al avalúo de mejoras de la localidad de Rfo Miel, "a fin de establecer los 
mecanismos para lograr la aprobación de la partida presupuestarla del respectivo saneamiento"". 

66. De acuerdo al Estado, al "INA, con al propósito da solucionar la problemática 
suscitada entre la comunidad de Punta Piedra y la Aldea de Rro Miel, realizó un avalúo de las 
mejores introducidas por los ocupantes ladinos, resultando un monto de Trece Millones ciento 
Sesenta y Ocho Mil. Novecientos Ochenta y Dos Lempiras con Ochenta y Cuatro Centavos 
(Lps.13, 168,982.84)"". 

67. Por ello, la Comunidad Punte Piedro realizó gestiones ante el Congreso de la 
República a fin de qua se adoptara la partida presupuesta! necesaria para el INA. Edito Suazo Ávlla, 
Presidente del Patronato de la Comunidad de Punta Piedra afirmó en audiencia pública ante la CIDH: 

[ ... ] después de todo lo que hebra pasado fuimos a la oficina del INA donde ellos nos dijeron 
no tener dinero para resolver el problema. Nos reunimos con el pueblo y decldln1os hacer una 
marcha a la capital para pedirle al Presidenta que pagu(;) todos los errores que habfa cometido. 
Le pedimoa al gobierno dinero para sa.i1ear el problema1 el Congreso aceptó entregar al 
dinero( ... ]". 

68. El 18 de abril de 2002 un grupo de diputados presentó una moooon al Congreso 
Nacional para la aprobación de la partida en el "Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la 
República 2002" para que el INA procede al saneamiento de las tierras reivindicadas por la 
Comunidad de Punta Piedra". En la moción se estableció lo siguiente: 

48 Anexo 7. Acta de compromiso del 13 de diciembre de 2001, Anexo de la petición Inicial de fecha '2..7 de octubra 
de 2003, recibida por la CIDH el 29 da octubre de 2003. 

47 Anexo 7. Aota de compromiso del13 de diciembre de 2001. Anexo da !1,5 petición Inicial de techa 27 de oGtubre 
de 2003, recibida por la. CIDH el 2.9 da octubre de 2003. 

40 Anexo 9. Carta enviada por la OFRANEH al Ministro Director deiiNA de feoha 21 de febr6ro de 2002. Anexo de 
la petición Inicial de f~cha 27 da octubre de 2003, recibida pór la ClDH al 29 de octubre de 2003. 

49 Escrito de observaolomm de fondo del Estado da fetJha 13 de octubre de 2010, recibido por la CIDH en la misma 
fecha. 

~o ClDH, Audiencia Pública de fecha 7 de marzo de 2006 sobre ''Petición 1119/03 ~ Comunidad Garlfuna clo Punta 
Piedra, Honduras", 124(1 periodo ordinario de seslones de la CIDH, Testimonio de Edito SuaztJ Ávlla. 

lH Anexo 1. Moción suscrita por los Diputados Olegarlo López Róchez, Erlcl< Maurlolo Rodrfguez, Samuel Martfhaz, 
Jorge Laonfdas Garcfa, antrl'} otroa y presentada con fecha 18 de- abril da 2002 anta el Congreso Nacional. Anexo da la 
petición ln!olal de fecha 27 de octubre de ;;:!003, recibida por la CIDH el 29 de octubre de :2:003 y Anexo de escrito de 
observaclonea de fondo del l:!stado de fecha 13 de octubre de 201 O, recibido por la CIDH en ){1 misma fecha. 
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[ ... ] 
Considerando, que para los pueblos lndfgenas, el concepto de conservación y uso ·sostenible 
de la blodiversldad no es otro concepto vacro, mucho menos comerolat. Estos conceptos, para 
los pueblos !ndfgenas, están fntlmamente relacionados con la eBplrltualldad y el respeto a la 
medra tierra. La vida, los terrlto(los, los conocimientos y los derechos colectivos son 
Inseparables. El articulo 8 dol Convenio de Blodlversldad (C.D.B) reconoce este principio 
fundamental. 

GonsíderandoJ que el Estado honduref'i.o an mayo da 1994 ratifico el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (O.I.T), Instrumento jurfdlco Internacional que reconoce 
los derechos colectivos de los pueblos lndfgenas y tribales del mundo 

Considerando, que la comunidad de Punta. Piedra desde hace mas de 10 años han venido 
enfrentando un conflicto de tenendla de tierra qu9 se origina a rafz. de que un grupo de 
personas extralias a la comunidad, tomaron posesión de las tierras de producción de dicha 
cornunlda.d. Y que dloho oonfllcto ha mantenido en zozobra a la comunidad garlfunas. 

Consíderando, que el 13 de diciembre del año 2,001 se desarrollo una reunión entre los 
representantas de la comunidad de Pun1a de Piedra y tos ladinos de Rfo Miel, Junto a los 
representantas del INA de Slnaloa, Ambas partes tomaron acuerdes ·Importantes para la 
solucló11 del problema. En dicha reunión se acordó qua el Estado debe proceder al saneamiento 
de las tierras a fin de resolver definitivamente el conflicto. 

Conafdorando, que en la reunión sostenida con el Ministro-director del Instituto Nacional 
Agrario IJ,N.AI, representantes de IM comunidades Garifunas, da la DFRANEH, de CONPAH y 
del Congreso Nacional, para analizar la petición presentada por los representantes Garifunas 
ante el congreso naclonalr· se acordó que en base al avalúo existente sobre la comunidad de 
Punta Piedra, la presentación de dicha moción 
[ ... ] 
POR TANTO PRESENTAMOS LA SIGUIENTE MDCION, AL SOBERANO CONGRESO 
NACIONAL 

La aprobación da una partida presupusatarla de Lps.131168,9S2.84 en el presupuesto General 
da Ingresos y Egresos de la Republlca 2002, a ser aprobado por esta Asamblea Legislativa 
próximamente, pa.ra proceder al ~aneamiEmto de la comunidad Garltuna de Punta Piedra en 
base al avalúo ya ex!stel")te elabo~ado por el !.N.A., el cual será dl.strlbuldo_.de la .siguiente 
manera~ 

Lps, 8,887,662.84 para el saneamiento propio 
Lps, 4,271,330.00 gastos de operación para el saneamiento. [ ... JlsicJ". 

69. Según la prueba aportada, el 26 de agosto de 2002 el Presidente de la Comisión de 
Presupuesto del Congreso Nacional envió al INA el Proyecto de Decreto "Desarrollo del Pueblo 
Garffuna" con el fin de que emitiera su opinión al respecto", la cual fue remitida en sentido 
favorable el 4 de septiembre de 200254• El 2 de octubre de 2002 el Ministro Director del INA 
.expresó nuevamente su apoyo a la moción presentada para la aprobación de la partida 

!>Z Anexo 1. Moción suscrita por los Diputados O!egarlo Lópaz. Róchsz, Ertck Maurlclo Rodrfguez, Samue! Martlnaz, 
Jorge Leonfdas Garcra, entre otros y presentada con techa 1 a do ubrll do 2002 ante el Congreso Nacional. Anexo de la 
petición inicial de Techa 27 de octubre de 2003, recibida por la CIDH al .29 de octubre de 2003, 

li.S Anexo 10. Carta onvlad~ por la Coinlsión de Presupuesto del Congre('.IO Nocional aiiNA de fecha 26 de agosto 
de 2002. Anexo de le contestación lrt!Ciál del Estado dei2B de mar.zo da 2004, recibida el 31 de marzo de 2004. 

64 Anexo 11. Cart~ orwlad!! por e.l Ministro Director del INA al Congreso Nacional do fG.Oha. 4 de septiembre de 
2002. Anexo de la contestación iniGial del Eatado del 25 da marzo de 20041 reo!bida el 31 da marzo da 2004. 
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presupuestarla que permita el saneamiento de las tierras colectivas de la Comunidad da Punta 
Piedra". 

70. Paralelamente, tanto la Comunidad Garffuna como la organi•aoión peticionarla, 
dirigieron una serie de comunicaciones a autoridades estatales que daban cuanta del agravamiento 
de la invasión por parta de los ladinos da Rfo Miel. En efecto, al 24 da agosto de 2002 el Patronato 
Pro-Mejoramiento da la Comunidad de Punta Piedra solicitó al Ministro Dlraot<lr del INA "le 
reinlciaclón de la mesa negociadora para la solución del conflicto de Rfo Miel [ ... ] que ha 
permanecido lnactlv[al en los últimos meses. [H]emos notado la llagada de m[á]s foráneos a Rlo Miel 
aumentando el riesgo de contllcto"56 , Igualmente, en nota del 1 de octubre de 2002 la OFRANEH 
solicitó al Congreso la aprobación presupuesta! necesarla67 y el 14 de mayo de 2003 requirió 
Información al Ministro Director del JNA, la cual fue contestada el 26 da mayo de 2003 indicando 
que no se habla Incorporado al presupuesto". Asimismo, al 3 de septiembre de 2003 el Patronato 
Pro-Mejoramiento de la Comunidad comunicó al INA que, a pesar de los acuerdos alcanzados con 
los ocupantes de la zona de Rro Miel y el INA, ladinos continúan talando Jos bosques y vendiendo 
tierras garffuna a terceros, por lo que solicitó la realización de una Inspección de campo para 
verificar los nuevos problemas surgidos••. 

71. No obstante, la prueba aportada y Jo afirmado da modo coincidente por las partes 
Indica que, a pesar de las múltiples gestiones, el saneamiento no fue efectuado por el 'INA''· Al 
respecto el Estado Informó que "nunca fue Incorporada la partida en el presupuesto de la Institución 
[IN Al para el saneamiento de Punta Piedra, razón por la cual dicho saneamiento no se efectuó"". 

li6 Anaxo 12. Carta anvleu;la por el Ministro Director dei\NA al Congreso Nacional de fecha 2 de oatubre de. 2002. 
Ansx:o da la pe.tlolón lnlo!al de fecha 27 da octubre de 2003, recibida por la CIDH el 29 de ootub're de 2003. 

&6 Anexo 13. Carta enviada por el Patronato Pro-Mejoramiento da la Comunidad de Punta Piedra al Mlnl.stro Director 
dal lNA de 24 de agosto de 2002. Anexo da la petición lnlcltíl de fechfl 27 de octubre de 2003, raolblda por la CI.DH el 2-9 de 
ootubre de 2003, 

67 Anexo 14. Carta enviada por la OFRANEH al Congreso Nocional da ieoha 1 de octubre de 2002. Anexo de la 
petición Inicial de techa 27 de octubre de 20031 recibida pllr la CIDH l'll ;?.9 da octubre de 2003. 

t~a Anexo 15. Carta enviada por el Ministro orrector deliNA a la OFRANEH de facha 2.6 d(l meya de 2003, Anaxo 
de_la contestacl6n Inicial del Estado de) 26 de marzo de 2004, reclblda el31 de marw de 2004. 

6,.. Anexo 16. Carta envbtda por ei.PattOnato Pro~Me}oramlento de la Comunidad al "Ministro Director· do! JNA de 
fecha 3 de septiembre de 200&, Anexo de la contestac!6n Inicial del Estado del 25 de marzo de 2004, reolbldtl Gl 31 da 
marzo -da 2004, Al respecto, consta ante la CIDH que, el 10 de septiembre de 2003, el Ministro Director del INA glró 
Instrucciones al Jefe Regional a efectos de que se realice una Investigación In sltu¡ no obstante, no ~:>bra ant('l[a CIDH prueba 
de su realización etectJva, Anexo _10. Comunicación dirigida por el Ministro Director del !NA al Jefe Regronal para al Bajo 
Aguen de fecha 10 de septiembre de 2003. Anexo de la oontastaclón inlolal del E!Jtado del 25 da marzo de 2004, recibida ol 
31 de marzo de 2004. 

60 Véase Anexo 15, Carta enviada por el Mlnlstro Director del INA a la OFRANEH de fecha 26 de mayo de 2003. 
Anexo de la contaataolón Inicial del !:.atado del 26 de marzo de 2004, recibida el 31 de marzo de 2004. Al respecto, Edito 
Suazo Ávlla, Prasldarrte del Patronato de la Comunidad de Punta Piedra afirmó en audiencia pdbllca anta la CIDH: "Le 
pedimos al gobierno dinero para sanear el problema, el Congreso aceptó entrsgar al dlnero y se to entregó a finanzas Y ellos a 
INA para que hicieran el sanea.mlento, ·seguimos esperando por ei!NA y nunca llegó, Regresamos y preguntamos de nuevo y 
ellos dljeron que lo habran usado para pagar a 5US trabajadores por eso estamos aqur hoy, por todo~ estos abusos". ClDH, 
Audiencia. Pública de feoha 7 de marzo da 2006 sobra "Petlclón 1119/03 - Comunidad Gerrtuna de Punta !=J!edra 1 Honduras'r, 
1240 periodo ordinario de seslanes tle la C!DH. Testimonio de Edito Suazo Ávlla, Asimismo, el Estado afirmó que"[..,] nunca 
fue Incorporada la partida en el presupuesto de la Institución para el saneamiento de Punta Piedra, re2:ón por le cual dicho 
saneamiento no ha sido· efeotuado 11 • Con1est.aclón Inicial del EstadO dol 26 de marzo de 2004, roo!b!da el 31 de marzo de 
2004 y escrito de observaciones de fondo del Estado de faohR 13 da octubre dc;r 2010, recibido por la CIDH en la misma 
fecha. Véase tamblén Anexo 3. Comunicado pllbllco de la OFRANEH del 12 da junio da 2007. Anexo del escrito de la 
p{)tlclonarla de 12 de Junio da 2007, rec!bldo por la C!DH el 14 dG junio de 2007; y obeervaolones- de fondo de la peticionarla 
de fecha 8 de septiembre de 201 O, reolbido por IEI CIDH el 27 de sBptiambre da 2010. 

m ·Escrito de observaciones de fondo del Estado de fecha 13 de octubre de 2010, recibido por la CIDH en la misma 
teol'la. 
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72. Posteriormente, consta de la Información aportada por las partas que funcionarios 
estatales realizaron nuevas gestiones con los pobladores de Rfo Miel e fin de actualizar el avalúo. En 
eteoto, entre el 30 de noviembre y el 3 de diciembre de 2006, funcionarios del INA y la Procuradurfa 
General da la República se dirigieron a la comunidad campesina de Río Miel para hacer una 
reevaluaclón da las mejoras introducidas, a lo que éstos se opusieron". Igualmente, el 14 de marzo 
da 2007 se realizó una reunión entre una Comisión lnterinstituclonal63

, el Alcalde Municipal de lrlona 
Puerto y representantes da la comunidad campesina de Rfo Miel, en la que estos últimos 
manifestaron su oposición a la actualización del avaldo hecho en el 2001. En la oportunidad se 
acordó "[continuar] con el esfuerzo y las gestiones necesarias 9on al tln de lograr un nuevo 
acercamiento con los vecinos de ambas comunidades que permita consensuar opciones de solución 
del problema en forma conclllada"64 • 

73. Paralelamente, segdn la Información aportada, el 22 de enero y el B de junio de 
2007, se realizaron reuniones con presencia de autoridades estatales y la OFRANEH". En la reunión 
del 8 de Junio se se~aló que "[ ... ]se están realizando el avaloo en la zona y se tiene planificado que 
para la próxima semana se continuara con esta actividad [ ... ]65 • 

2. Acta especial con la comunidad campesina da Río Miel del 20 de abril de 2007 y 
actualización del avalúo 

74. El 20 de abril de 2007 distintas autoridades estatales ·entra ellas el Ministro Director 
del INA· y representantes de la comunidad campesina de Río Miel suscribieron un "acta especial" en 
la qua se estableció, entra otros aspectos, lo siguiente: 

1. El Instituto Nacional Agrario pretende llegar a un arreglo amistoso para la solución del 
conflicto entre los pobladores de la comunidad Garffuna Punta Plsdra y la aldea de Rfo Miel, 
con el propósito de evitar hechos que perturben la paz entre ambas comunidades, como se ha 
mantenido hasta la facha. 

2. Para tal fin se definirá el área de aldea; ocupantes, trabajaderos, origen de poaeslón, 
número de dependientes, el valor de mejoras en el área de terreno que ocupa cada miembro 
de la comunidad de Rfo Miel, los c.ualas se iniciaran a más tardar en el término de diez dras 
laborables.. 

3. El INA y la Municipalidad de lrlorta Puerto, concertar6 una reunión con ambas comunidades 
{Río Mlel y Punta Piedra), con el Propósito de resolver amistosamente el probl8ma. 
( ... ] 

62 Anexo 18. Memorándum presentado por la Saoclán de lnvestlgaclonas Agronómicas y AvaiOos al Ministro 
Director dellNA de fecha 6 de dloletrlbre de 2006. Anexo del escrito del Estado da fecha 19 de abrll de 2007, recibido por la 
CIDH el 23 de abril do 2007, 

63 De acuerdo a la lnformaalóh aportada, le. conformación de dicha Comisión lntarlnstltuclonal se decidió an uoa 
reunión sost(;llllda el 20 de febrero de 2007 éntt~ representantes de!INA, SERNA, la Proouradurfa General de la República, 
Secretarfa de Gobernación, Flsoalfa de Etnias y de la Comunidad de Punta Piedra. Anaxo 19, Ayuda memoria del 20 de 
tebreto de 2007 sob(EI "P(obletnátlon comunidad Garffuna Punta Piedra". Anexo del esctltD de ribsarvaclones de fondo del 
Estado de f·echa 13 de octubre da 2010, recibido por la Cl DH en la misma fecha. 

64 Anexo 20. Acta espeolal del 14 de mat·zo de 2007, Anexo del escrito del Estado de fecha 19 de abril de 2007, 
recibido por la CIDH el 23 da abril de 2007. 

65 Anexo 21, Ayuda memoria sobre seguimiento do oct~ de compromiso del 22 de enero de 2007, Anexo del 
escrito da observMiones ·dé fondo del Estado de fecha 13 da octubt•a de 2010, recibido por la ClDH en la rnlsma feche; y 
Anexo 22, Acta especial de seguimiento a los tmmpromlsos adqulr!dcs por el Gobierno de la República oon OFRANI:H del 8 
de junio de 2007. Anexo del escrito de la peticionarla presentado el 23 de marzo de 2007. 

66 Anexo 22. Acta especial de seguimiento a los compromisos adquiridos ·por el Gobierno de le /'lepública con 
OFRANEH de.l 8 da junio da 2007. Anexo del escrito de la petk:lol'larla prl)sentado el 23 de marzo de 2007. 
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5. La comunidad de Rfo Miel deja constancia de au rechaAo absoluto sobre cuelquler 
pretensión de desalojo de sus pobladores y la representación Gubernamental por su parte 
reafirma que una eatuaolón sobre esta referencia está estrictamente sujeta a una resolución o 
sentencia judicial, emitida por los Juzgados competentes que tenga el oaráoter de firme q cosa 
.Ju>gada". 

75. Seg~n Oficio DE-099-2007 del 7 de junio de 2007, emitido por el Vlcemlnlstro del 
INA, una comisión agraria del INA realizó diligencias en la aldea de Rlo Miel para actualizar el 
avaltlo63• Mediante memorándum del 12 da julio de 2007, se presentó el "Informe final del 
levantamiento catastral del área titulada en ampliación a favor de la Comunidad Garttuna de Punta 
Piedra", elaborado por funcionarios del INA. Segiln dicho Informe, para esa fecha "el área ocupada 
por ladinos dentro de la ampliación" era de 612.13 hectáreas, mientras que las "tierras gerifunas 
dentro del área de ampliación" alcanzaban las 653.24 hectáreas". En el mismo Informe se 
estableció además que "el área de bosque o montafta (177.98 has.) están actualmente en posesión 
por los miembros de la Comunidad de. Río Miel"70 • 

76. Además, de acuerdo al "Informe de Avalúo" emlildo por un agrónomo, funcionario 
del INA y dirigido al Director de dicha Institución el 23 de julio de 2007, realizado "en atención al 
Auto de fecha 2 de mayo de 2007 para efectos de practicar Avalúo de mejorae en áreas ocupadas 
por los miembros de la Comunidad de Río Miel", estableció, en relación con la característica del 
terreno, que presenta "un alto grado de erosión, especffioamente .las partes altas y nuevas áreas 
descombradas para la explotación ganadera (cultivo de pastos)", y agrega el mismo Informe que 
"durante la lnspe.cclón se pudo ver el avance y la destrucción del bosque de manera muy tradicional 
(quema)"". 

77. El 19 de diciembre de 2007 el Ministro Director del INA solicitó a la Secretaría del 
Estado en el Despacho de Finanzas la asignación de una partida adicional al presupuesto de dicha 
institución de 17, 108,448.58 lempiras, según el nuevo avel(to realizado para el saneamiento del 
territorio de la Comunidad de Punta piedra. El Estado al res¡>ecto Informó q,te el monto del avalúo 
"fue presentado ante la Secretaria de Finanzas en fecha 14 de diciembre de 2007, el cual a la fecha 
no ha sido aprobado"72 , 

G. Situación de conflicto 

78. Además de lo señalado, la Información aportada por las partas Indica que existe una 
situación de conflicto permanente provocada por terceros Interesados en las tierras de la 

67 Anexo 23. Acta r;Íapeolal del 20 de abril de 2007. Anexo del escrito del Estado de feoha 27 de abril de 2007, 
reolbldo por la CIDH el 30 de abril de 2007, 

56 Anexo 24. Oflclo DE-099-2007 del 7 de junio de 2007 remitido por el Vlcarnlnlstro del !NA al $ub Procurador 
General y Coordinador del Grupo de Trabajo lnstltuclonal de los Derechos Humanos de la Proouradurra General de la 
República. Anexo del escrito del Estado de fecha 27 de Junio de 2007, reolbldo por la CIDH en la misma feolla. 

IIP Anexo 8. Informe. final del levantamiento catastral del área titulada en ampllecl6n a favor de la Comunidad 
Garlfuna de Punta Piedra del 12 de julio de 2007, Anexo del oscrlto de observaoionee de fondo del Estado de teoha 13 de 
octubre de 2010, reoihido por la CIDH an la misma faoha. 

70 Anexo S. Informe final del lev.arrtamlento catastral da! áma titulada en ampliación o favor de la ComUt'lldl'ld 
Garffuna de Punta Piedra .del 12 de julio de 2007, Anexo del esr:ri1o da observaciones de fondo del Estado de fecha 13 de 
ootubre da 201 O, recibido por la ClDH en la m!sma fecha. 

71 Anaxo 26. lnf·orme de Avalúo dirigido por el Investigador Agronómico al Mh'llstro Director daiiNA del 23 de jul!o 
de 2007. Anexo del escrito de observaciones de fondo del Estado de fecha ZZ de agoBto de 2011. 

72 Escrlto del Eotado de fecha 18 de febrero de 2011. Por su parte, en su nota del 3 de enero de 2011, la 
peticionarla Indicó que: ''[ ... ]en el 2007 ae lnten~[ó] de nuevo solucionar la situBcl6n, lográndose efectuar un nuevo avalúo, 
el que fue present~do ~la SGoretarla do Finanzas en dlolembra del 2007, al cual no fue aprobado", 
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Comunidad, caracterizada por constantes amenazas, hostigamientos y acciones vloletltas73
• En 

electo, de acuerdo al Acta de compromiso del. 13 de diciembre de 2001, suscrita por autoridades 
estatales, "desde esa época [refiriéndose a la llegada da los primeros campesinos a Rlo Miel] hasta 
la fecha se han venido presentando problemas que no solamente significan la disputa por la tierra, 
sino que ponen en peligro la Integridad flslca y algunos bienes de los habitantes de las 
comunidades"74 , Asimismo, respecto a la situación de Inseguridad en la Comunidad, el testigo 
Benito Bernández afirmó en audiencia pública ante la CIDH que: 

Todos los dfas los hljos de la comunidad son perseguidos por los lnvasoree, nunca terminan de 
construir casas y de cortar los árbol ea. Persiguieron a tnl papá para matarlo can armas da alto 
calibre[ ... ]. Los Invasores sueltan sus animales en las tierras de los garffunas. Yo estoy seguro 
que al llegar .a Honduras los Invasores se van a dar cuenta [de su asistencia a la eudlerl.clal y 
seremos amenazadús y pedimos más seguridad para mf y para mi familia porque los lrwasores 
amenazan todas los d(as a los hijos de la C:omunldad78 • 

79. Dentro de este contexto da conflictividad, se denurtcló el asesinato del miembro de 
la Comunidad Garlfuna de Punta Piedra Félix Ordóñez Suazo, en junio de 200776, hecho que fue 
puesto en conocimiento de la autoridad, tanto anta Dirección General da Investigación Criminal, 
como la Fiscalla Especial de Etnias y Patrimonio, entidades ante las cuales estarfa pendiente la 
Investigación. 

80. Igualmente, la Información obranta en el expediente ante la CIDH indica que el 13 de 
abril de 201 O dirigentes de la Comunidad presentar011 ante el Ministerio Público una denuncia por 
usurpación, Identificada con el No. 0801-2010-12292, en contra de "ladinos o foránaos"17

• Consta 
además qua en la misma fecha denunciaron a la Fiscalía Especial de Etnias "la construcción de una 
brecha de carretera que pasa por tierra propiedad da la comunidad garifunas de Punta Piedra, 
actuaimante conocida como Rfo Miel, sin que se haya hecho la consulta debida a la comunidad tal 
como lo establece el Convenio 169[ ... ]". Asimismo, denunciaron que "Paulina Mejla, miembro de la 
comunidad Garífuna dé Punta Piedra, estaba recibiendo amenazas de muerte por parte de tres 
ladinos que han Invadido tierras pertenecientes a la comunidad garifunas en Punta Piedra[ ... ] 
diciéndola que si no se sale de allf le va ii pasar lo mismo que a Félix OrdóMez[ ... ]"": 

73 Al respecto, en el oomunlo_ado público sobre estos hechos, la OFRANEH s.ef1aló que~ ''1:!1 conflicto s.e ha dilatado 
durante quince afias, exacerbando las relacionas raciales y fomentando la vloleric!a, sin qua hasta la t·echa ef l:etado dG 
Hondur!IS haya tQmado las medidas pertinentes pare solucionar la· problemétlca tarrltorial qua aqueja a esa comunidad 
garltuna. Mientras los dfas pasan y la sangre corre''. Anexo 3. ComunlcBdo público de la OFRANEH del 12 de Junio de 2007. 
Anaxo del éGOrlto de la peticionarla de 12 da junio de 20071 recibido por la CIDH el 14 de junio de 2007, 

u Anexo 7. Acta de compromiso del 13 de diciembre de 2001. AMxo de la pat!olór,-jn!clel de fecha 27 de octubre 
de 2003, recibida por la C!DH el 29 de octubre de 2003. 

75 CIDH, Audiencia Pllblica de fecha 7 de marzo de 2006 sobre "Pei:lóióh 1119/08 k Comunidad Garlfuna de Punta 
Piedra, Honduras", 124° periodo ordinario da sealohes·de la CIOf-1, 

'f& Al rMpooto, fuéron eportatl~s les deolaraclones de Marcos Bonltaoio Castillo, miembro de la Comunidad Garffuna 
testigo de lo ocurrido, quien lndlc6 que Péllx Ordóñez fue asesinado por residentes de Rfo MieL Asimismo, afirmó qua PBiix 
Ordól'lez "ya hab(a rao!bJdo amenazas ¡,,J, y el problema que tehfan era por un terreno ya que- le -hahfan tomado parte del 
terre110 a don Féllx. Don Félix denuncio este problema a le fiscalfa'', Anexo 26. Daclaraclones de Marcos Bonlfaclo Castillo. 
Anexes del eScrito presentado por la peticionaría el 19 de julio de 2007, durante reunión de trabajo del 128 periodo ordinario 
de sesiones. 

77 En la oportunidad Indicó que "[ ... ] los ladinos de esa zona han llegado a Invadir terrenos que nos pertenece a 
nosotros y eso que aste probtems desde haoe 16 aAos heoho tal qua ya tiene oonoolmiento la Corte lnteramerlcana pero el 
problema es que está slsndo objeto de amenazas por dloho confllcto''[slc], Anexo 27. Denuncia No. 0801~2010"12292, 
presentada el13 de abril de 2010. Anexo d!ll ascr1to de la peticionarla de fecha 19 de julio de 2010, recibido por la CIDH el6 
de agosto de 201 O. 

78 Anexo 27. Denunola No. 0801-2010"12292, presentada al 13 de abril de 2010. Anexo del escrito de la 
potJc!onarla de focha 19 de julio de 20101 rsclbldo por la CIDH el a de agosto da 201 O. 
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81. . Respecto a las lnvestlgativas reali~:adas, según la Información aportada, entre 
octubre y diciembre de 201 O, a solicitud da la Flscalla da Etnias se designaron funcionarios de la 
Dirección General de Investigación Criminal y el INA para realizar una Inspección al terreno y 
determinar las áreas usurpadas por particulares. No obstante, según afirmó el Estado, le gira "no 
pudo realizarse[ ... ) por falta de viáticos y transporta a las personas designadas para llevar a cabo 
esas dlllgenclas"79 • 

82. Por otra parte, la CIDH observa que paralelamente al proceso de reconocimiento de 
la propiedad ancestral de la Comunidad de Punta Piedra, se adoptaron normas y programas dirigidos 
a la regularización y titulación de la propiedad privada en Honduras -como la Ley de Propiedad, 
aprobada por Decreto No. 82-2004 del 29 de junio de 2004 y el Programa de Administración de 
Tierra en Honduras- a los cuales se han opuesto las comunidades Garffunas, entre ellaa Punta 
Piedra, porque consideran qua serfan contrarios al reconocimiento de sus derechos territoriales". En 
especifico, la peticionarla argumenta qua la Ley de Propiedad de 2004 no fue consultada a los 
pueblos lndfgenas y tribales de Honduras; que le otorga derechos espeoffioos a personas no 
lndfgenas ocupantes de tierras lndfganas y; que su articulo 100 parrnlte atomizar los territorios 
ancestrales de estos pueblos. Dicho artfculo establece que: 

Se declara y reconoce que el régimen comunal de las tierras qua tradicionalmente pos&en 
estos pueblos conlleva la inalienabilidad, lnembargabll1dod e imprescriptibilidad de la misma. 

No obstante, las mismas comunidades podrán poner fin a este régimen comunal, autorizar 
arrendamientos a favor de terceros o autorizar contratos de otra naturaleza que permitan la 
participación de la c-omunidad en Inversiones que contribuyan a su desarrollo. 

83. Da los párrafos precedentes, la CIDH observa que ni al momento de otorgar los 
tftulos de dominio pleno a favor de la Comunidad Punta Piedra, 111 postarlormanta las autoridades 
estatales competentes garantizaron a través del saneamiento, la posesión pacfflca de los territorios 
ancestrales de la Comunidad frente a su ocupación por parte de terceros". Esto queda evidenciado, 
en particular, en el acta de compromiso suscrite el 6 de diciembre de 1999 con distintas autoridades 
estatales -entre ellas el INA- en que se afirma que el tftulo de dominio pleno sobre 1.513 hectáreas 
fue concedido "sin haber hecho el saneamiento respectivo, o sea, el pago de mejoras a los 
ocupantes de la comunidad de Rlo Mlel"82

• Asimismo, en un Informe elaborado por funcionarios del 
INA se señala que "[d]entroc del área antes re1arlda [haciendo alusión al territorio ocupado 
históricamente por comunidades Garifunas] hay que señalar que en las últimas administraciones se 
emitieron t!tulos de ampliación de tierras sin considerar las ooupaoionas garifunas existentes; ya que 
lo procedente en ese caso era la ejecución de un saneamiento previo o la exclusión da esas áreas. 
Esto ha dado lugar a la generación de conflictos entre pobladores Garífunas y ladinos"". 

79 l:sorlto del Estado de feche. 1 B de febrero de 2.011, 

00 Al respecto véase Anexo 28. Nota de OFRANEH al Director del Programa de Apoyo a los Pueblos_lndfgenas y 
Negros, PAPIN, del 6 de oc1ubre de 2006. Anexo del escrito de la patlclonarla del 13 de octubre da 2006, recibido por la 
CIDH el 31 de octubre de .2006; y Anexo 29, Acta de entendimiento entre la OFRANEH y autoridades del Gobierno de 
Honduras del 28 de septiembre de 2006, punto relativo al 1'Progra!na Admlnlstrac\6n de Tierras da Honduras !PAIH)". Anexo 
del esorlto de la peticionarla de fecha 16 de octubre de 2006, recibido por la ClbH el31 de octubre de 2006. 

ot Anexo 2. Mapa sob!'e '~ublcaolón geográfica del terreno de la Comunidad Gerffuna de Punta Pladra 11 elaborado por 
ellNA e112 de Julio de 2007. Anexos dél esurlto present!ldo por el Estado el19 de ju!ío d~ 20071 durante reunión de trabajo 
de1128 periodo ordinario de sealonea, 

82 Anexo 7. Acta de compromi~Q del 13 de dlolembre de 2001. Anexo de l.a petición Inicial de fecha 27 de octubre 
da :2003, r~clblda por la CIDH el 29 dl;l octubre de 2003. 

63 Anexo 30, Comunlcaolón dirigida por el asesor de la Dirección Ejecutiva del lNA al Ministro Director del lNA da 
taohfi 23 de jUnio de 2010, An{lXO del eecrlto de observaciones de fondo de la petiolanerla de feoha 8 de ·septiembre de 
2010, recibido por la CIDH el 27 da septiembre de 2010. 
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V. ANÁLISIS DE DERECHO 

A. Cuestiones previas 

84. El pueblo Garffuna, producto del sincretismo cultural entre lndfgenas y africanos, ha 
hecho valer sus derechos en Honduras como pueblo lndfgena. Como se estableció, el pueblo 
Garffune ha mantenido sus propias formas culturales, organizaciones e Instituciones sociales y 
culturales, forma da vida, cosmovlslón, usos, costumbres, prácticas ceremoniales, Idioma, vestuario 
y relación especial con la tierra. Tales elementos hacen de los Garffuna una cultura y un gt·upo 
étnico diferenciado, cuyos miembros comparten entre sf caracterfsticas sociales, culturales y 
económicas, ausentes en otros sectores de la sociedad hondureña, en particular la relación espacial 
con las tierras ocupadas históricamente, asl como la concepción colectiva de la propiedad ancestral. 
El carácter Indígena del pueblo Garíiuna no ha sido controvertido por el Estado da Honduras en el 
presente caso. 

86. Los órganos del sistema Interamericano de derechos humanos han sostenido, con 
base en el artículo 1.1 de la Convención, que los miembros de los pueblos Indígenas y tribales 
precisan ciertas medidas espaciales para garantizar el ejercicio pleno de sus derechos, en espacial 
respecto del goce de sus derechos de propiedad, a fin da garantizar su supervivencia irsica y 
cultural84 • En virtud a ello, la Comisión analizará el caso de la Comunidad Garffuna de Punta Piedra 
teniendo presente la jurisprudencia del sistema Interamericano respecto de los derechos de los 
pueblos indfgenas, en atención a sus características sociales, culturales y económicas distintivas, 
Incluyendo la relación especial con sus territorios ancestrales. 

B. Artículo 21 da la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo 
Instrumento 

1. Los derechos territoriales de los pueblos indígenas en el siotama Interamericano de 
derechos humanos 

86. La jurisprudencia del sistema Interamericano de derechos humanos ha reconocido 
reiteradamente el derecho de propiedad de los pueblos Indígenas sobre sus territorios ancestrales, y 
el deber de protección que emana del artroulo 21 de la Convención Americana. Al respecto, la CIDH 
ha afirmado que los pueblos lndfgenas y tribales tienen un derecho de propiedad comunal sobre las 
tierras que han usado y ocupado tradicionalmente, y que "el carácter de ese derecho está en 
iunción de lás modalidades de uso de lo tierra y lo tenencia consuetudinaria de la tierra""· En esta 
mismo sentido, la Corte lnteramericana ha señalado qua "entre los lndlganas existe una tradlclót1 
comunitaria sobre la forma comunal de la propiedad colectiva en el sentido de que la pertenencia de 
ésta no se centra en un individua sino en el grupo y su comunidad"86

• 

M Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayagna {Sumo) Awas Tlnoni. Sentencia de 31 da agosto de 2001. Serie C 
No. 79, pána. 148u149, y 101; Caso Comunidad lnd!gona Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. fondo, RepB.r&olones y Costas. 
Sentenolt~ de 29 de marzo dJJ 2006, Serie e No, 146, párrs. 118-121 y 131; y Cat:o de la Comunidad Jndfgena Yakye Axa 
Vs, Poragt/Oy, fondo, Raparac:lones y Costas. Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C No. 1 25, párts. 124, 131, 135-1 :37, 
y 164. 

06 CIDH, Informe No. 40/04, Caso 12.053, Comun1dadea lndfganas Mayaa del Dlstri1o de Toledo (!;lel!ueL 12 da 
outubfé de· 2004, párr. 151. Véase lnter alía C!DH, !nf·orme No. 76/02, Caao 11.14-0, Mary y Carr!a Dann (Estados Unldoo), 
27 da diciembre de 2002, párr. 1 30; y CIDH, Informe de Seguimiento - Acceso 8 JtJ Justicia 8 Inclusión Soolal: El camino 
hacia el fortalecimiento deJa Democrar;ia en Bolivia. Doc. OEA/Ser/L/V/!1. 136, Dou. 4ú, 1 da sgoato da 2.009, párr. 160. 

Bll Corte I.D.H. Coso de fli Comunidad Me¡yagm1 (Sumo} Awas Tfngnl Vs. Nicaragua. Sentencia de :31 de agosto de 
2001. Serie C No. 79. párr. 149. Caso Comunidad lndfgena Yt~kye AX8 Vs. Paraguey. Fondo Reparaciones y Costas, 
Sentencia 17 da junio de 2006. Serie C No. 126, párr. 1~1; Caso Comunidad fndfgena Sawhoyamaxa Vs. Pnmguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Santancls de 29 de mflrzo de 2006. Serie C No. 146. párr. 118; CIJSo Comunidad Jndfgena Xákmok 
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87. Además de la concepción colectiva de la propiedad, los pueblos indígenas tienen una 
relación especial, llnloa e internacionalmente protegida con sus territorios ancestrales, que está 
ausente en el caso de los no lndfganas. Esta relación especial y única entre los pueblos lndfgenas y 
sus territorios tradicionales tiene protección íurfdica Internacional. Según han afirmado la CIDH y la 
Corte lnteramericana, la preservación de la conexión particular entre las comunidades indfgenas y 
sus tierras y recursos se vincula a la existencia misma de estos pueblos, y por lo mismo "amerita 
medidas especiales de protección"". El derecho a la propiedad da los pueblos lndlganas y tribales 
protege esta vinculación estrecha qua guardan con sus territorios y con los recursos 11aturales 
ligados a su cultura que allf se encuentran". 

88. La· protección de loe derechos de propiedad, garantfas y protección Judicial esté 
reforzada por la obligación general de respetar los derechos humanos impuesta por el articulo 1 .1 de 
la Convención. Además, el articulo 2 de la Convención Americana establece que si el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionados en el artfculo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados partas se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de asta Convención, las medidas legislativas o 
de otro carácter que fueren necesarias pare hacer efectivos tales derechos y libertades". 

89. Asimismo, tanto la CIDH como la Corte lnteramerlcana han establecido que los 
pueblos indfgenas, como sujetos ooleotlvos distintos a sus miembros Individuales, son titulares de 
derechos reconocidos por la Convención Americana. Al respecto, en su sentencia en al Caso Pueblo 
Indígena Kíchwa de Sarayaku Vs. Ecuador, la Corte lntaramericana advirtió que "la normativa 
Internacional relativa a pueblos y comunidades lnd!genas o tribales reconoce derechos a los pueblos 
como sujetos colectivos del Derecho Internacional y no únicamente a sus miembros". Además, la 
Corta precisó que "[p]uesto que los pueblos y comunidades indfgenas o tribales, cohesionados por 
sus particulares. formas de vida e Identidad, ejercen algunos derechos reconocidos por la Convención 
desde una dimensión colectiva, la Corte señala que las consideraciones de derecho expresadas o 
vertidas en la presente Sentencia deben entenderse desde dicha perspectiva colectlva"90 • En tal 
sentido, será desde una perspectiva colectiva que, como en casos anteriores", la CIDH analizBI'á el 
presante asunto. 

KtJsek. Vs. Paraguay, Fondo, Reparactones y Co.stas. Sentenofa de 24 de agosto de 2010 Serie- C No. 214, párrs. 85-87; 
Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Sur!nam. E~cepc!ones Preliminares, Fondo, Repafaoionea y Costas. Sen1encla de 28 de 
noviembre de 2007. Serie C No. 172, páiT. -85; Caso Pueblo lnd!gena Klchwa ds Sa.raysf<u Vs. Ecuador. Fondo y 
reparaciones, Sentencia de 27 de junio de 2012. Serie C No. 245, párr. 146. 

07 CIDH, Informa No. 76102, Caso 11.140, Mary y Cerrle Dann (Estados Unldos)1 27 de dlclembra da 2002, párr. 
128; Corte J.D.t-1, CEJso do la Comunidad Mayagnn (Sumo) Awas Tingnl Vs. Nloarrtgua. Sentencia de 31 de agoato de 2001. 
Serle C No. 79. párr. 149, Véase también Corte I.D.H., Caso Comunidad lndfoena SawhfJyamf'!x~ V.s. Paraguay. Fondo, 
Repan;¡c(oni'Hl y Costas. Sentencia de 29 da marzo de 2006. Serie C No, 146, plirr. 222. 

88 CiDH, Informo da S(}(1Uimlontc - Aooc$'0 o la Justial8 e lnclusl6n •Social: El camfno hacia el forta!IJr:imlento de la 
Democrao;a en Bolivia, Doc, OG.A/Sar/LN/1!.130, Doo, 4·0, 7 de agosto de 2009, párr. 158. Corte !DH, Caso de/a Comunidad 
Mavagna {Sumo} AWD$ 71ngnl Vs. Nioaragua. Fondo, Rep(lraclones y Costas. Sentencia de 31 de agos1o de 2001. Serie C 
No. 79, pá.rr. 148. Corte IDH. Caso Comunidad lndlgena YakyeAxa Vs. Paraguav. rondo, Reparaciones y Coste1s. Sentencia 
17 da junio de 2005, Serie C No. 126, párr. 137. Corte lDH. Caso Comunidad lndfgena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, Fondo, 
Raparaclonas y COGten. Sontencla de 29 de marzo da 2006. Serie C No. 146, pérrs, 118, 121. 

69 CIDH, Derechos dfJ los puf/b/()FJ lnr!fganas y tribales sobro sus tfenas ancestrales y recursos natumlfls, Normas y 
jurisprudencia del Sistema lntfi!ramerlcano da Derechos Numanos. OI:A/Ser,L/VIII.Doo.66/09, 30 dl'l diciembre de 2009, párr. 
43. 

00 Corte IDH. Caso Pueblo lnd!gena l<lchwa de SaraysiiU Ve, Ecuador, Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de 
junio de 2012, Serie C No., 246. pérr. 231. 

91 Al respecto, véase CIDH, Demanda presentada ante la Corta IDH en el Caso da la Comunlded Meyagna (Sumo') 
Awaa Tlngni Vs. Nlcaragua, 4 de junio de 1998; CIDH1 Demanda presentada ante la Corta IDH en el Caso Comunidad 
lndlgena Yakya Axa Vs. Paraguay, 1'7 de marzo da 2003; CIDH1 Informe No. 40104, Caso 12..053, Comunidades lndfgenas 
Mayas del Dlstrl1o de Toledo v. Balice, 12 de octubre de 2004¡ CIDH, Dent{lnda presentada ante la Corte IDH en el Caso 



30
24 

2. Derecho ~ la propiedad colectiva de la Comunidad de Punta Piedra y sus miembros 

90. La Constitución hondureña de 1982 reconoce la existencia de los pueblos lndlgenas 
y la Importancia que reviste preservar y estimular su cultura". La Constitución, en su articulo 346, 
reconoce el derecho de propiedad de los pueblos lndfgenas y establece la obligación de dictar 
medidas de protección de Jos derechos e Intereses da· las comunidades lndfgenas existentes en el 
pafs. Dicha disposición, a la letra, se~ ala que: 

Es deber del Estado dictar medidas da protección de los derechos e Intereses de las 
comunidades lndfgenas existentes en el pals, espeolalrnenta de las tierras y bosques donde 
estuviere-n asentadas. 

91. Además del texto constitucional, se encuentran normas en el orden jurfdico Interno 
que reconocen derechos territoriales de los pueblos indígenas, en particular, el citado articulo 92 de 
la Ley da Modernización y Desarrollo del Sector Agrario de 1992", y la Ley de Propiedad, aprobada 
mediante Decreto No. 82-2004 del 29 de junio de 2004, cuyo capitulo 111 -articulas 93 a 102- se 
refiere al "proceso de regularización de la propiedad inmueble para los pueblos indígenas y 
afrobondureños". En dicha ley se reconoce el régimen comunal de las tierras que tradicionalmente 
poseen los pueblos lndfgenas y atrohondureños con las caracterfstlcas de inalienable, Inembargable e 
lmprescrlptlble94, asf como también se reconoce la importancia especial que para les culturas y 
valores espirituales de Jos pueblos reviste su relación con las tierras". 

92. De otro lado, mediante Decreto No. 26-94 del 1 O de mayo de 1994, publicado el 30 
de julio de 1994, Honduras aprobó le ratificación del Convenio 169 sobre Pueblos lndfgenas y 
Tribales en Pafsaa Independientes de la Organización Internacional del Trabajo . .Este Convenio se 
encuentra en vigor para el Estado hondureño desde el 28 da marzo de 1995. Con la ratificación de 
dicho Convenio, el Estado se obligó a adoptar medidas especiales para garantizar a los pueblos 
indfganas el goce efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales sin restricciones, asf 
como a Incluir medidas que promuevan la plena efectividad de sus derechos sociales, económicos y 
culturales, respetando su Identidad social y cultural, sus costumbres, tradiciones e instituciones. En 
relación al derecho de propiedad el Convenio en su articulo 14 establece: 

{d]ebaró reconocerse. a loS pueblos· interesados el derecho de propiedad y d.e posesión sobr.e 
las tierras que tradicionalmente ocupan. Ademés, an los casos apropiados, deberán tomarse 
medidas para .salvaguardar el derecho de los pueblos Interesados a utilizar tierras que no estén 
exclusivamente ocupadas por ellos, pero a la.s que hayan tenido tradicionalmente acceso para 
sus actividades. tradicionales y de subsistencia. 

Comunidad lndrg~na S.awhoyama}(a Va. Pflraguay, ele febrero de 2005; CIDH, DemAnda prasentatla ante la Corte IDH en el 
Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surlnam, 23 de Junio de 2008; ClDH, Demanda pfes&tttáda tmtG la CortG~ !DH en el Caso 
Comunidad lndrgeha Xékmok Kéaél(, Vs, Paraguay, 3 de juUo de 2009; CIDH, Demenda presentada anttl la Corte IDH en el 
caso del Pueblo l<fohwa de Sarayaku y sus miembros Vs. Ecuador1 26 de. abril da 201 O. 

!1:!: Constitución Pelftlca de Hooduras, Aftfculo 173,w ~1 Estado preservará y estimulará las culturas nativas, asf como 
laa genulnes expresiones del folclore naoiont:~l, el arta popular y lea artesanfas. 

na 1:1 articulo 92 de !a Ley de Modernización y Desarrollo de! Séetor Agl'arlo, Deoreto 31-92, dispone la gratuidad del 
otorgamiento d<;~ tftulos a las comunidades étnicas: "Las comun!dadea étnicas que acrediten la ooupaclón de las tierras donde 
estén asentodaa, por el térrn!no no menor de tres años Indicado en el Articulo 115 reformado de asta Ley, reclblran los tftuloe 
de ptoplsdad en dominio pleno oompleMmente gratis, extendidos por 0llnst!tuto Nacional Agrario en el plazo estipulado en el 
Artfoulo 15 referido". 

94 Ley de Propla:dadr Decreto 82·2004 de 29 de junio del 2004. ArtftJulo 100. 

00 Ley de Propiedad, DeCrato 82·2004 de 29 de Junio del 2004. Artfculo 93, 
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93. El Convenio 169, parte de la legislación Interna de Honduras, también establece 
obligaciones de consulta y participación de los pueblos lndfgenas en los asuntos que los afectan y 
una serie de normas que guardan relación con los derechos sobre sus tierras, la protección eficaz en 
materia de contratación y empleo, la seguridad social y los servicios de salud, la educación y los 
medios de educación. 

94. En el presente caso, la presencia ancestral de la Comunidad Garffuna de Punta Piedra 
no ha sido controvertida por el Estado, ni ha presentado éste pruebas que contradigan o impugnen 
las que acreditan su vinculación de larga data con la tierra. Por el contrario, el Estado ha reconocido 
expresamente ante la CIDH que la Comunidad tiene derecho a la propiedad colectiva sobre el 
territorio ocupado históricamente, reconocimiento que se refleja en el otorgamiento en 1993 y en 
1999 de tftulos de dominio pleno sobre 800,64 hectáreas y 1.513,54 hectáreas, respectivamente. 

95. Como se observó, en el presente asunto no está en discusión al derecho de 
propiedad de la Comunidad de Punta .Piedra sobre su territorio, ni la entrega de un t[tulo jurJdlco que 
reconozca tal derecho, sino la obligación de garantizar su posesión pacfflca a través del saneamiento 
y su protección efectiva trente a terceros. 

96. Al respecto, la CIDH ha seAalado que asegurar el goce efectivo da la propiedad 
territorial· por los pueblos lndJgenas y sus miembros es uno de los objetivos últimos de la protección 
)urfdica de este derecho. Los Estados están obligados a adoptar medidas espaciales para garantizar 
el disfrute efectivo del derecho a la propiedad terrltorlel de los pueblos indfganas96

• Por este motivo, 
la CIDH ha enfatizado que "la demarcación y registro legal de las tierras lndfgenas constituya en la 
realidad s6lo un primar paso en su establecimiento y defensa real", ya qua muy frecuentemente la 
propiedad y posesión efectivas se ven continuamente amenazadas, usurpadas o reducidas por 
distintas acciones de hecho o de derecho". 

97. Le CIDH ha señalado además que los pueblos lndfgenas y tribales tienen derecho a 
que se les proteja de conflictos con terceros por la tierra, a través del otorgamiento pronto de un 
tftulo de propiedad, y de la delimitación y la demarcación de sus tierras sin demoras, para efectos de 
prevenir conflictos y ataques por otros96

• En este mismo ámbito, los pueblos lndfgenas o tribales y 
sus miembros tienen derecho a qua su territorio sea reservado para ellos, sin que existan dentro de 
sus tierras asentamientos .o presencia de terceros o colonos no lndfgenas. El Estado tiene una 
obligación correlativa ele prevenir la invasión o colonización derterrltorio indfgena o tribal por parte 
de otras personas, y de realizar las gestiones y actuaciones necesarias para reubicar a aquellos 
habitantes no indfgenas .del territorio que se encuentren asentados allf99• La ClDH ha calificado las 
Invasiones e Intrusiones Ilegales de pobladores no indfgenas como amenazas, usurpaciones y 

lm CIDH, Dorecf¡os d&/ó$ pueblos ind/gem.ts y tlibafes sabre sus tierras ancestrales y rfJcursos natura/9s. Normas y 
jurlsprudencfa del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, OEA{Ser,L{V/II.Doo,56J09, 30 de diciembre, 2009, pBrr. 
86. 

97 ClDH, lnfonne sobre fa S/tuaclón de los Derechos Humanos on Brns/1. Doc. O~A{SE~cr.LN/11.97, Doc. 29 rev. 1, 29 
de septlemb¡•e de 1997, párr. 33, · 

us CIDH, Demoaracia y Derechos Humanos en Venezuela. Doc. OEA{Ser.L/V/11 1 Doc, 64, 30 de diciembre de 2009, 
párr. 1137- Recomendación 2. C!DH, Derechos de los pueblos lndfgenas y tribales sobra sus tierras ancestrales y recursos 
naturales. Normas y jurisprudencia del Sisteml! lntetamerlc~;J.no de Déraohos Humanos. OEA/Ser.LN/II.Doo.66/09, 30 de 
diciembre da 2009, párr. 113. 

99 CIDH, Derechos de los pueblos lnd!ganas y tribales sobre sus tierras anoestrales y recursos naturales. Normns y 
jurisprudencle del Sü;tema lnteramerlaano de Derochos Humanos. OEA/Ser.LN/II.Doc,66/09, 30 de dkJtembre de 2009, párr. 
114. 
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reducciones de los derechos a la propiedad y posesión efectiva del territorio por los pueblos 
lndfgenas y tribales, que el estado esté en la obligación da controlar y preve11ir100• 

98. En al asunto bajo examen, la CIDH observa que, a pesar de existir normas 
constitucionales y legales qua reconocen el derecho de la Comunidad de Punta Piedra a la propiedad 
comunal, y existiendo Incluso el reconocimiento de sus formas tradicionales de tenencia de la tierra, 
le Comunidad no podido usar y gozar da sus tierras en forma paoffica. En opinión de la CIDH, lo 
anterior se produjo debido al Incumplimiento por parte de autoridades estatales de deberes 
correlativos a los derechos territoriales de la Comunidad Garffuna, referidos principalmente a la falta 
de protección efectiva da su territorio frente a la ocupación y despojo por parte de terceros, y a 
garantizar que éste sea exclusivamente lndfgena a través del saneamiento raspec1lvo. 

99. En efecto, como se ha constatado, el principal hecho que ha Impedido la posesión 
pacffica da la Comunidad se refiere a la presencia y apropiación paulatina de ladinos o no garffunas 
en su territorio ancestral, en especial en la zona conocida como Rfo Miel. Según ha dado por 
probado la CIDH, autoridades competentes tenfan conocimiento de la presencia de múltiples 
personas ladinas en tierras indfgenas. La Comunidad solicitó en reiteradas ocasiones el saneamiento 
da sus tierras, a lo qUé las autoridades se comprometieron expresamente, al menos, a través del 
"Acta de compromiso" del 13 de diciembre de 2.001, y del "Acta de entendimiento" del 28 de 
septiembre de 2.006. No obstante, el Estado no probó ante la CIDH su realización efectiva, sino que 
por al contrario, se recibió información que indica la persistencia de este conflicto, transcurridos 
carca de veinte años desde la Invasión. 

1 OO. Lejos de negar tal hecho ni el derecho de la Comunidad de Punte Piedra a obtener el 
saneamiento de su territorio ancestral, el Estado de Honduras reconoció ante la CIDH que los 
conflictos surgieron con "la llegada de los primeros pobladores de la comunidad que se conoce 
como Rfo Miel", paro alagó que es "mlnlma" la zona ocupada P.or la Aldea de Rfo Miel en la cual "la 
Comunidad no puede ejercer loB derechos de uso, goce y posesión". 

101. Bajo loa Instrumentos lnteramericanos de derechos humanos, los pueblos lndfgenas y 
tribales tienen derecho a que se reconozcan y protejan "sus versiones especificas del derecho al uso 
y goce de los bienes, dadas por la cultura, .usos, costumbres y creencias de cada pueblo"101 • No 
existe sólo una forma de usar y disfrutar do los bienes protegidos; tanto la propiedad corno los 
modos de posesión de los territorios· por los pueblos indfgenas y tribales pLieden di·ferlr de la 
ooncepción no Indígena de dominio, pero son protegidas por el derecho a la propiedad102• La relación 
única entre los indfgenas y su territorio tradicional "puede incluir el uso o presencia tradicional, ya 
sea a través de lazos espirituales o ceremoniales: asentamientos o cultivos esporádicos: caza, pesca 
o recolección estacional o nómada; uso de recursos naturales ligados a sus costumbres; y cualquier 
otro elemento característico de su cultura"103 • Cuelqulara de estas modalidades está protegida por el 
articulo 21 de la Convencl6n104• 

10° CIDH, Informe sobre fa Situación de fos DBrechos Humanos en Brasil. Doc. OEA/Ser.LJV/11.97, Doc. 29 rev. 1, 
29 de septlambrG de 1997, Cap[tlllo VI, párrs. 33, 40, CJDH, Dereolws de los pueblos indlgenas y tribales sobre sus tien·es 
ancestrales y recr.mws naturales. Normas y jwlsprudencla dfJl Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
OEA/Ser.LN/H.Doc,BS/09, 30 de diciembre, 2009, páÍT. 114, 

IOI Corte !OH. Caso Comunidad fnd(gena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. r-ot1do, 11sparac!onM y CostM. Serrtenc!a de 
29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, p~rr. 120. 

102 Corte JDH. Caso Comunidad lndfgena Sawlwyomaxe Vs, Pora(Jully, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 
29 de marzo de 2006. Serie C No, 146, pMr, 120. 

100 Corte IDH, caso Comunidad lndf(Jana Sawhoyemaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
29 de hlarw de 2006. Sarle e No, 146, pé.rr. 131. 

104 VéaBa fnter alfa CIDH, lnforme No. 75{021 Caso 11.1401 Mary y Carrle Dann (Estados Unidos}, 2'1 de dlolembre 
de 2002, pátr, 130; ClDH, Informe No. 40/04, ·Caso 12;0531 Comunidades lndf(Je11as Mayas del Distrito de Toledo (Be!lce), 
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102. En el pr?sente caso es necesario resaltar que como han establecido 
conslstentemente los órganos del sistema Interamericano, la propiedad territorial indfgene es una 
forma de propiedad que no se fundamenta en el reconocimiento oficial del Estado, sino en el uso y 
posesión tradicionales de las tierras y recursos; los territorios de los pueblos lndfgenas y tribales "fes 
pertenecen por su uso u ocupación ancestral""'· El derecho de propiedad comunal lndlgena se 
fundamenta asimismo en las culturas jurldicas lnd!genas, y en sus sistemas ancestrales de 
propiedad, con Independencia del reconocimiento estatal; el origen de los. derechos da propiedad de 
los pueblos indfgenas y tribales se encuentra, por ende, en el sistema consuetudinario de tenencia 
de la tierra que ha existido tradicionalmente entre las comunidades'''. En virtud a ello ha afirmado la 
Corte que "la posesión tradicional de los lndfgenas sobre sus tierras tiene efectos equivalentes al 
trtulo de pleno dominio que otorga al Estado"101• 

103. En este orden da Idees, el que la Comunidad da Punta Piedra no contara el momento 
da la invasión de Rfo Miel con un titula de propiedad formalmente reconocido por las autoridades, no 
exime de responsabilidad internacional al Estado de Honduras, por cuanto según ha establecido la 
jurisprudencia del sistema, las garantfas de protección del derecho a la propiedad bajo Jos 
instrumentos lntaramerlcanos de derechos humanos pueden hacerse plenamente efectivas por parte 
de los pueblos ind!genas respecto de territorios que les pertenecen pero que aún no han sido 
titulados formalmente, demarcados o delimitados por al Estado'"· 

1 Z de octubre de 2004, páu. 161. Corte !OH, Caso Comunidad lndlgena Sawhoyamaxa Vs. Peroguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas, Santanola dé 29 da marzo da 2006. Serie C No. 146, párr.1.20. Este entoque·Jnterptetatlvo se respalda en los 
términos de otros instrumentos Internacionale-s, que Indican las ao11tudes Internacionales haola el rol de los sistemas 
tradiolonales dá tananola de la tiarm en los sistemas modernos de protección de Jos derechos humanos; por ejemplo, artfoulo 
14,1 del Convenio 169, y artfculo 27 del Pacto Jntemaclonal da Derechos Civiles y Polftlcos, ratificado por Honduras el 25 de 
agosto de 1997. Al respecto, el Comité de Derechos Humanos ha explicado que "la cultura se manifiesta de muchas .formas, 
inclusiva un modo partiou!ar de -vida relacionado con el uso de recursos terrestres, espec-Ialmente en al caso de los pueblos 
indfg.enas" [Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 23: Loa derechos de las mlnorfas (Art. 27 de\ PIDCP), 
08/04194, Doc. ONU CCPR/C/21/Rev, 1/Add,5, párrafo 7; citado en ClDH, Informe No, 76/02, Caso 11,140, Mary y Carrle 
Dann (Estados Unldos)1 27 de diciembre de 2002, párr. 130, nota al pla No, 97]. Por el!o, la protección de los derechos 
cUitur~;~fes de un pueblo tndfgena puede Incluir la pwtecclón de modos de relaclonamlento oon el territorio a través da 
uotlVIdadaa tradicionales talos como la pesca o la oazQ [Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 23: Los 
derachoe. de las mlnorfas {Art. 27 del PIDCP}. 08/04/94., Doc. ONU CCPR/CJ21/Rev. 1/Add.5, párrafo 7; citado en CIDH, 
Informe No. 76/02, Caso 11.140, Mar_y y Carr!a Dann (E~;~tados Unidos), 27 de diciembre de 2002, párr. 130, nota al pie Na. 
971, en le medida en que la aa~a, pasea y racOiecolón aon un al amanto eaenOial :de la cultura lndfgena [Corte IDH. Caso 
Comunidad lndlgena Yttkya Axa Vs, Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia 17 da junio de 2006. Serie C No. 
126, párr. 140]. Esta noción -compleja del der0cho de propiedad lndfgena aparece también reflejada en la Deolareolón da 
Naciones Unidas, en vlrtud de la cual "los pueblos lndrgenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las 
tierras, territorios y reouraos que poseGn en razón de la. propiedad tradicional u otra forma tredtolonal de ocupElolón o 
ut111zaclón, asf como aquellos que hayan adqulrr<lo de otrt~ forme" [Daolaraolón de NMionas Unidas, supro nata 1, art. 26.2]. 

106 ClDH, Acceso a la .Justlola a tnaiU$/án Socio/1 El camiho haala el forta!(;}c/miemto de {a Demooraaia en Boi{Vfa, 
DM, OENSer.LN/11, Doc. 34, 28 de junio de 20071 párr. 231. 

106 Véase inter 8/181 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surlnem, Excepciones Prellmlnares, Fondo 1 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de novlembra da 2007. Serie e No. 172, párr. 96: ClDH, Alegatos ante la Corte 
lnteramerimma de Dersnhos Humanos en el caso de Awas Tlngnl v. Nicaragua . .Referldos en: Corte lDH. Caso de la 
Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingnf Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia ·de 31 de agosto de 
2001. Serie C No. 791 párr. 140{$)¡ CIDH, Informa No. 40/04, Caso 12.053, Comunidades lndfgenas Mayas del Distrito de 
Toledo (Belloa), 12 de octubre de 2004, párr, 115. 

1117 Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayugna (Sumo) Awas Tingnl Vs. Nfoaragua, Fondo, Reparaciones y 
Costas, Sentenola de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 151; Corte I.D.H. CBso Comunidad lndlgena 
Sawhoyamaxa Vs, Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No, 146, párr. 128, 
Corte I.D.H. Caso Comunfdod lnd!gena X!Jkmok KBsek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 Serie C No, .214, párr. 109, 

1011 CIDH, Demanda presentada ante la Corte lDH en el caso del Pueblo Klchwa de. Sarayal<u y sus miembros Vs, 
Ecuador, 26 de abril de 2010, párr 125. CIDH, Informe No. 40/04, Caso 12.0153, Comunidades lndlgenas Mayas del Distrito 
de Talado (Balice}, 12 de octubre de 2004, párr, 142 y 163. 
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104. El Estado alegó que no puede desconocer los derechos de los ocupantes de Rlo Miel 
que ejercen posesión desde hace décadas v los de otros ocupantes que cuentan con "dominios 
amparados en escrituras públicas debldamen1e registradas". La CIDH coincide con el Estado en la 
medida que, como ha sido expresado por la Corte, tanto "la propiedad privada de los par1icularos" 
como la "propiedad comunitaria de los miembros de las comunidades indlgenas" se encuentran 
amparadas por la Convención Americana. Sin embargo, como se ha establecido en la jurisprudencia 
del sistema Interamericano, cuando estos derechos entran en conflicto, el problema debe ser 
resuelto de coni·ormldad con los principios que rigen las limitaciones a los derechos humanos10'. 

105. En este orden de ideas, ente el hecho reconocido de la ocupación por terceros de 
áreas del territorio ancestral perteneciente a la Comunidad Punta Piedra asl como al deterioro del 
territorio por la quema de los bosques, es que el Estado realizÓ gestiones para sanear el territorio y 
pagar a los ocupantes las mejoras realizadas y trasladarlos. Sin embargo, a la techa de este Informe 
el Estado no ha cumplido con dicho saneamiento. 

106. Asimismo, debe considerarse que los pueblos indlgenas y tribales tienen derecho a 
que su propiedad del territorio no sea, en principio, susceptible de ser opacada por derechos de 
propiedad de terceros110, sino que tienen derecho e vivir libremente en sus territorios ancestrales, lo 
que ha sido explicado por la Corte en los siguientes términos: 

Los lndfganas por el hecho de 'su propia exlstenola tienen derecho a vivir libremente en sus 
propios tarrltorlos: la estrecha relación que Jos Indígenas manti<:lnen con la tierra debe de ser 
reconocida y comprendida como la basa fundamental de sus culturas, su vida esplrltual1 su 
Integridad y su supervivencia económica. PElta laa comunidades lndfgenas la relación con la 
tierra no es meramente una cuestión de posesión y producción slno un elemento material y 
espiritual del q\.19 deben gozar pl!1naménte, incluslve para preservar su legado cultural y 
transmitirlo ·a las generaciones futu.ras1 11, 

107, Al respecto, la CIDH observa qua la Ley de Propiedad de 2004 en el Capitulo 
Capitulo 111 sobre al proceso de regularización de la propiedad Inmueble para pueblos indígenas v 
atrohondureños, reconoce ciertos derechos, an específico al establacer en su articulo 93 que: 

El Esta.do, por la Importancia especlal que para las culturas y valores espirituales reviste stl 
relación con las tierras, reconoce· el derecho que !os pueblos. lndfgenas y atrohondureños. 
tienen sobre las tierras que tradicionalmente poseen y que la ley no prohiba. 

108. Sin embargo, observa que la citada ley no fue consultada a los pueblos lndlgenas y 
tribales, a pesar de que el Estado da Honduras ratificó el Convenio 169 de la OIT en el aAo 1995 y a 
pesar de la jurisprudencia del sistema Interamericano de derechos humanos en la materia. Asimismo, 
observa con preocupación las normas da la Ley de Propiedad sobre presencia de terceros en tierras 
comunales de los pueblos indlgenas y afrohonduraños, Al respecto señala que Jos derechos da 
propiedad v tenencia da estos pueblos prevalecerán sobre estos tltulos emitidos a favor de terceros 
que nunca las han poseldo"', no obstante los tareeros que tengan titulo da propiedad en tierras ele 

100 Corte IDH 1 Caso de la C/Jmunldad lnd{gane Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de agosto de 201 O, Serie C No. 214, pérr. 143. 

11° Corte IDH. Caso del Pu(]b/o Saramaka Vs. SuJ'Inam. Exospclonas Pre!lmlnares, Fondo, Reparaciones y Cm;taG, 
Sentencia da 28 de noviembre de 2007, Serie C No, 172, párr. 116. 

111 CBso dB la Comunidad Mayagna {Sumo) Awas Tingnl. Sentencls de 31 de agosto de. 2,001, Serie C No. 79, párr, 
149. Vóaae también en: Corte I.D,H., Caso Comunidad lndfgena SBWhoyemaxa. Sentencie de 29 de marzo de 2006. Serie e 
No. 146, párr. 222. 

112 Ley de Propiedad decre-to a2-2004 de 15 de junio de 2004, Artfoulo 96. 
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estos pueblos y que han tenido y posefdo la tierra tienen el derecho da continuar poseyéndola y 
axploténdola"'. La Ley establece además que el tercero que ha recibido titulo de propiedad en 
tierras de comunales, que por sus caracterfstloas puede ser anulable, previo a la devolución de las 
tierras a las comunidades afectadas seré indemnizado en sus mejoras, en cambio los terceros en 
tierras indfgenas que no poseen titulo alguno podrán negociar su permanencia con la comunldad 114• 

En opinión de la CIDH, tales disposiciones tornan Ilusorio el derecho preferente de los pueblos 
lndfgenas con base en la posesión ancestral de sus tierras, asf corno tampoco favorecen su derecho 
a la propiedad colectiva de un territorio exclusivamente indfgena. 

109. Una de las consecuencias de la falta de protecnlón efectiva y saneamiento del 
territorio ocupado históricamente por la Comunidad de Punta Piedra condujo a la generación de una 
situación de Inseguridad y violencia. La CIDH observa que, segdn denunció la Comunidad Garftuna, 
tales hostigamientos y actos de violencia causados por Intereses de ladinos o no garffunas en el 
territorio ancestral fueron exacerbados por le discriminación existente contra el pueblo garlfuna en 
razón de su origen étnico. Como se ha acreditado, miembros de la Comunidad de Punta Piedra 
denunciaron ante autoridades estatales actos de hostigamiento y de violencia realizados por 
particulares, con el objeto de despojarlos de sus tierras ancestrales, lo que claramente da cuenta de 
la situación de conflictividad e Inseguridad existente en el territorio ancestral, Impidiendo asf su goce 
y disfrute pacifico. 

11 O. En suma, la CIDH considera que el Estado de Honduras no garantizó la protección 
efectiva da las tierras ancestrales de la Comunidad de Punta Piedra frente a su ocupación por parte 
de terceros, ni garantizó su posesión pacifica a través del saneamiento respectivo, lo que mantuvo a 
la Comunidad en una situación de conflicto permanente. En virtud a lo anterior, la Comisión 
concluye que el Estado de Honduras violó el articulo 21 de la Convención Americana, en relación 
con los articules 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de la Comunidad Garffuna da Punta 
Piedra y sus miembros. 

C. Articulo 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1 , 1 y 2 de la 
misma 

111, Conforme a lo establecido por la Corte lnteramericana en su jurisprudencia, el 
articulo 25.1 de la Convención Americana contempla le obligación de los Estados Partes de 
•garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un rec"urso judicial efectivo contra actos 
vlolatorlos de sus derechos fundamentales"'"· La Corte ha enfatizado además que la existencia de 
esta garantfa "constituye uno da los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del 
propio Estado de Derecho en una sociedad democrátlca"116, y que la Inexistencia de telas recursos 
efectivos, 1'coloca a una petsona en estado de indefet1slón"117• Asimismo, ha precisado que: 

113 Ley de Propiedad deoreto 82-2004 de 15 de junio de 2004. Artrculo 97. 

114 Ley de Propiedad decreto B2M2004 da 16 de junio de 2004. Artfcu\os 98 y 99. 

11 & Véase inter alia Corte ID H. Ca.so Vela'Bqu~z Rodr/guez Vs. 1-Jonduras. Excepciones Preliminares. Sentencie de 26 
de junio de 1987. Serie C No,1 1 párr, 91! Mt1$fJCI'8 da las Dos tirt(J!J Vs. GuatemaJB, Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 da noviembre de 2009, Ser!~ C N{). 211, párr. 104J Caso Chltay N6ch l' otros Vs, 
Guatemala, Excepciones Prallminarea, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, 
párr. 190¡ y Caso Comun;dad lndfgena Xákmok K(ls~k. Vs, Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 da 
agosto de 2010 Serie C No. 214, párr. 139. 

116 Véase interFJ!ia Corte !OH. Caso Castillo Páez Vs. Pe¡'(¡, Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Seria C 
No. 34, párr. 82; Caso Escher y otros Vs. Bros/1, Excepciones Preliminares, Fondo, l=leparac!ones y Costas. Sentencia de 6 de 
Julio de 2009, Serie C No. 200, párr. 195, y Caso Usdn Ramhaz Vs. Venezuela ExcepciÓn Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie O No. 207, p~rr, 128, 

m Véase inter alfa Corte ID H. CBBO PBiamata frlbarne Vs. Ch//(J, Fondo, Reparaciones y Cot~taa. Sentencia de 22 do 
noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr. 183, y Ceso Uso'n Ramlrez Vs. V6nezuela 1 Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costlls, Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Seria C No. 207, párr. 128. 
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[EJI articulo 25 de la Convención se encuentra rntlmamente ligado con las obligaciones 
generales contenidas en los artfculos 1.1 y 2 de la misma, !as euales atribuyen funciones da 
protección al derecho interno de los Estados Perte·s, de lo cual se desprende que el Estado 
tiene la responsabilidad de dlsef"\ar y consagrar normatlvamente un recurso efica~, asf como la 
de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales. En 
ese .sentido, en los términos del artrculo 26 de la Convención, la normativa Interna debe 
asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades competentes con el 
propósito de amparar a todas las personas bajo su jurlsdloolón contra actos que violen sus 
derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechas y obffgaclones de 
éstas. 

112. En lo relativo a pueblos Indígenas y tribales, las obligaciones contenidas en el artículo 
25 de la Convención Americana suponen que los Estados otorguen una protección efectiva que 
tome en cuenta sua particularidades propias, sus caracterlstlcas económicas y sociales, esf como su 
situación da especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres"'· 
Asimismo, la jurisprudencia del sistema Interamericano de derechos humanos há determinado qua 
los pueblos Indígenas y tribales tienen derecho a que existan mecanismos efectivos y expeditos para 
proteger, garantizar y promover sus derechos sobra los territorios ancestrales, a través de los cuales 
se puedan llevar a cabo los procesos de reconocimiento, titulación, demarcación y delimitación da 
su propiedad territorial"'· 

113. .Igualmente, de acuerdo a la jurisprudencia del sistema Interamericano, los Estados 
están obligados a adoptar medidas para garantizar y dar certeza jurfdlca a los derechos da los 
pueblos lndfganas y tribales respaoto del dominio de sus propiedades, entra otros a través del 
eatableclmlento de mecanismos y procedimientos especiales, oportunos y efectivos para resolver 
reclamos jurídicos sobre tal propiedad. Según ha señalado la Corte lntaramericana, los 
procedimientos en mención deben cumplir las reglas del debido proceso legal asf como en cualquier 
otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas"0 • 

114. Estos mecanismos y procedimientos espaciales deben ser efectivos, La Corte 
lnteramerlcana ha examinado, a la luz de los requisitos de efectividad y plazo razonable establecidos 
en el artfoulo 25 de la Convención Ameri.cana, si los Estados han establecido procedimientos 
administrativos para la titulación, delimitación y demarcación da tierras Indígenas, y da tenerlos, si 
implementan tales procedimientos en la práctica121 ; y ha explicado que no ea suficiente para dar 
cumplimiento a los requisitos establecidos en el articulo 25, que hayan normas jurfdlcas que 
reconozcan y protejan la propiedad lndlga/"la - es necesario que existan procedimientos especfficos, 
y claramente regulados, para asuntos tales como la titulación de tierras ocupadas por los pueblos 
lndlgenas o su demarcación, ate11dlendo a sus caracterfstlcas partlculares122, y qua tales 

11a Corte IDH. Caso Comunidad lndfgena Yakye Axa Vs, Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sen1en.c!a de 17 
de junio de 2005. Serie C No. 126¡ párr. 63. Corta \OH. Ceso ComunJdad Jndfgene SeJwhoyamoxa Vs. Paraguay. Pondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencla de 29 de marzo de .2006. Serle C No, 146, pátte. 82, 83, 

119 Corte lDH. Caso de fa Comunidad Mayagna (Sumo) Awas 7/ngni Vs. Nicarag¡¡a, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Séntsnofa da 31 da agosto da 2001. Serie C No. 79, párr. 138. Caso Comunfd8d !ndlgrma Yakye Axa Vs, Parflguay, Fondo, 
Reparaolonae y Costas. Sentencia de 17 de ]unlo de 20015. Serie C No. 126, párr. 143. ClDH, DfJrechos d~ los pueblos 
fndfgenas y tribales sobra sus tierras ancestraiBs y recun;os naturafes, Normas y jurisprudencia del Sistema lntsram~ricano do 
Derechos HumfJfiOS. OEA/Ser.LN/Il.Doc.l56/09, 30 de diciembre, 2009, párr. 336. 

l21.l Corta. lDH, Caso Comunidad lndfgenB Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Rapnraclones y Costes. Sentencia da 17 
de junio de 2005. Serie C No, 12P, párr. 62. Casq Comunidad lndlgena Sawhoyamaxa V.s, Paraguay. Fondo, Reparaolonas y 
Costea. Sentenola de 29 de marzo do 2006. Sorie e No. 146, párrs. 82, B3. 

a 1 Corte lDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo} Awas 7ingnl V.s. Nl-earagLJa. Fondo, Reparao!ones y Costas. 
Sentenola de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79"~ párr. 116. 

122 Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awa$ 7lngni Vs, Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costes. 
Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No, 79, párrs. 122, 123. 
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procedimientos sean e·fectlvos en la práctica para permitir el goce del derecho a la propiedad 
territorial -es decir, que además de la existencia formal de los procedimientos, éstos den resultados 
o respuestas a las violaciones de los derechos legalmente reoonooldos 123• 

115. En el asunto bajo examen, la CIDH observa que la peticionarla OFRANEH y la 
Comunidad de Punta Piedra realizaron da acuerdo a los mecanismos que al derecho Interno le ofreoia 
las gestiones necesarias para obtener el reconooimiento por parte del Estado mediante un tftulo dé 
dominio del territorio de la Comunidad, asunto qua se concretó a través de los titulas emitidos por el 
INA en 1993 y 1999, respectivamente. Se ha seftalado que tal legislación ha consistido 
concretamente en la ley de Reforma Agraria, adoptada mediante Decreto Ley N' 170-74 del 30 
diciembre 1974, en vigor desda el 14 de enero de 1976, modificado por la Ley para la 
Modernización y el Desarrollo del Sector Agrfcola, adoptada por Decreto N' 31-92 del 5 de marzo de 
1992, en vigor desde el 6 da abril de 1992. · · 

116. Como ha advertido la CIDH, en el presente ceso la controversia principal refiere a la 
falta de saneamiento de los territorios ancestrales de la Comunidad, en especial del área otorgada en 
1999. Al respecto, la CIDH nota que la mencionada legislación con base en la cual fue otorgado el 
titulo de 1999 contiene disposiciones relativas a las acciones que realiza al INA para el saneamiento 
de los trtulos de dominio pleno que entrega dicha institución del Estado, entre ellas las referentes al 
"avalúo de las tierras expropiadas o adquiridas" y sus formas de pago124 • No obstante, según se ha 
dado por probado, por años, la Comunidad realizó diversas gestiones ante el !NA y otras autoridades 
estatales para obtener que el Estado cumpliera con su deber de saneamiento; Incluyendo en estas 
acciones, la Interposición da una denuncia por usurpación en el año 201 O ante la autoridad 
correspondiente. 

117. Ciertamente, la CIDH observa a partir de los hechos probados, que la respuesta 
estatal para resolver la invasión en Rio Miel y procurar el saneamiento de las tierras gerífunas 
consistió, en términos generales, en el establecimiento de comisiones ad-hoc; la suscripción de 
acuerdos de compromisos entre autoridades estatales, la Comunidad Garffuna de Punta Piedra y los 
campesinos asentados en F\fo Miel, prlorizando la negociación y la conolliaoión entre ambas 
comunidades; diversas gestiones del INA tendientes a determinar quienes son los terceros que 
ocupan al territorio de la Comunidad Garlluna de Punta Piedra y evaluar las mejoras por ellos 
introducidas; asf como algunas gestiones realizadas por las autoridades del Ministerio Público en 
relación con la denuncia de usurpación planteada por la Comunidad en el año 201 O. 

11 B. En efecto, como ha constatado la CIDH en párrafos precedentes, en abril de 2001 
fue establecida una Comisión lnterinstituclonal ad-hoc integrada par rspresantantss del INA, al 
Comisionado Nacional de Derechos Humanos y la Pastoral Social de la Diócesis de Trujlllo, "como 
organismo de conciliación y concertación en la búsqueda de una solución pacifica al conflicto". 
Posteriormente, el 20 de febrero de 2007, se acordó la creación de una Comisión l11terlnstitucional 
conformada por representantes del IN A, S~RNA. la Procuradurla General de la República, Secretaria 
da Gobernación, la Fiscalfa de Etnias y da la Comunidad da Punta Piedra. Igualmente, según se dio 
por probado, se establecieron un total de tres compromisos: ji) el 13 de dicismbre de 2001 entre 
autoridades estatales y ambas comunidades; (ii) el 28 de septiembre de 2006 entre autoridades 
estatales, la organización peticionaria y la Comunidad da Punta Piedra; y (lill el 20 de abril de 2007 
e"tre autoridades eststales y representantes de los campesinos de Rfo Miel. Además, el INA realizó 
no menos de dos avalúos para determinar las mejoras Introducidas" ser pagadas en al saneamiento. 

12.:1 Corte IDH. Caso de la Comunidad lnd/gena Xákmok Kásek Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas, 
Sentenoia do 24 da agosto de 20'10, Serie C No. 214, párr. 140. 

124 Véase artfculoa 64 a 78 de la Ley da Reforma Agraria, modificado mediante la Ley para la Modernización y el 
Dasflrrollo del Sector Agrfoo-la. 
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119. No obstante, según ha dado por probado la Comisión, este saneamiento no se realizó 
efectivamente. En opinión de la CIDH, lo anterior no equivale e un mecanismo adecuado y afectivo 
en los términos antes descritos, pues no permitió el saneamiento y protección ef·ectlvas del territorio 
ancestral de la Comunidad Garffuna de Punta Piedra, sin que se tomen en cuenta sus 
particularidades propias, sus caracterfsticas económicas y sociales, asf como su derecho 
consuetudinario, valores, usos y costumbres. La CIDH considera insuficiente en relación a la 
jurisprudencia antes referida, la creación de "comisiones" que por su naturaleza son entes 
temporales, sin competencias claramente establec·ldas conforma a ley, y que no favorecen la certeza 
Jurfdlca de los derechos territoriales de los pueblos lndfgenas y tribales. De este modo, ante la 
negativa de los campesinos de rifo Miel de abandonar la zona a cambio del pago de las mejoras 
Introducidas, la Comunidad de .Punta Piedra careoló de un recurso efectivo qua lo permitiera 
recuperar sus territorio ancestral, en el que se tanga en cuenta aspectos propios de los rueblos 
indfgenas, como la significación especial que las tierras tienen para éstos. Al respecto, cabe recordar 
que en los casos sometidos a la Corte lnteramerlcana contra Paraguay, dicho Tribunal Identificó 
precisamente como uno da los "problemas estructurales" del procedimiento administrativo para la 
reivindicación de tierras tradicionales indfgenas, "el sometimiento [ ... ] a la existencia de un acuerdo 
de voluntad entre las partes""'· 

12.0. La CIDH advierte además que la ausencia de un mecanismo eficaz que permitiera la 
protección y el saneamiento da les tierras garffunas, dada la Ineficacia de las acciones estatales tres 
carca de veinte años de Iniciada la Invasión en Rfo Miel. generó el agravamiento de la situación. Esto 
se evidencia, entre otros aspectos, en que la falta de cumplimiento del primer compromiso firmado 
el 13 de diciembre de 2001 y el pago efectivo del avalúo realizado, llevó a un mayor clima da 
tensión y violencia, al aumento de la resistencia da los campesinos a abandonar la zona, y a un 
Incremento del monto de les mejoras Introducidas necesarias de ser pagadas. 

12.1. De otro lado, la CIDH ha dado por probada la existencia de una situación. de conflicto 
permanente provocada por terceros interesados en las tierras ancestrales de le Comunidad, 
caracterizada por constantes amenazas, hostigamientos y acciones violentas. Es un hecho 
acreditado que esta situación era conocida por el Estado honduraf\o, como consta en el Acta de 
compromiso del 13 de diciembre de 2001, suscrita por autoridades estatales, en la que se afirma 
que "desde esa época [refiriéndose a la llegada de los primeros campesinos a R!o Miel] hasta la 
fecha se han venido presentando problemas que no solamente significan le disputa por la tierra, sino 
que ponen en peligro la integridad f!sica y algunos bienes de los habitantes de las comunidades", 

12.2.. Adicionalmente, según fue dado por probado, miembros de la Comunidad de Punto 
Piedra denunciaron ante autoridades estatales en múltiples ocasionas tales actos, como se evidencia 
en la denuncia presentada por el asesinato de Félix Ordóf\ez Suazo, miembro de la Comunidad, en 
junio de 2007; la denuncia por usurpación Interpuesta por dirigentes de la Comunidad el13 de abril 
de 201 O; y aquella presentada en la misma fecha por amenazas de muerte contra un miembro de la 
Comunidad por parta da no gar!tunas qua hablan Invadido tierras comunitarias. El Estado indicó en el 
proceso ante .le CIDH, con relación a la denuncia por la muerte de Félix OrdóMez, que la 
investigación estaba pendiente ante la Dirección General de Investigación Criminal, y la Fiscalfa 
Especial de Etnias y Patrimonio; y refiriéndose a las denuncias de abril da 201 D. informó qua se 
programó una gira al terreno que "no pudo realizarse[ ... ] por falta de viáticos y transporte a las 
personas designadas para llevar a cabo esas diligencias". 

126 Corte IDH. Caso Comunidad Jndfgena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaolonss y Costas. Santanola 17 de 
junio de 2005. Serie C No. 125, pátr. 97¡ Caso Comunidad lndfgens Sawhoyamaxa Vs. Pflt8(/Uay. Fondo, AGpmaolones y 
Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, Seria C No, 146, pflrr. 104; y Caso Comunldad lndfgena Xákmok Kásek. Vs. 
Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia da 2.4 de a9oato da 201 O Serie C No. 214, párrs. 151~152. 
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123. Al respecto, la CIDH recuerda que, como ha establecido la Corte lnteramerlcana, el 
artfculo 26 garanti~a no solamente un recurso sencillo y rápido para la protección de los derechos 
sino también un recurso efectivo para proteger a los individuos de los actos del Estado vlolatorlos de 
sus derechos fundamentales 126

• Da ahr que el derecho a la protección judicial sea considerado como 
un derecho de trascendental Importancia al constituirse en un mecanismo fundamental para ejercer 
la defensa de cualquier otro derecho que haya sido transgredido, planteando ante la autoridad 
judicial competente las acciones o recursos pertinentes. 

124. En consecuencia, los Estados Parte tienen la obligación de tomar todo tipo de 
providencias para que nadie sea sustraldo de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un 
recurso sencillo y efloaz127

• De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte lnteramericana, el Estado 
tiene la obligación de que •cada acto estatal qua conforma el proceso investigatlvo, asr como la 
Investigación en su totalidad, debe estar orientado hacia una finalidad especifica, la determinación 
de la verdad y la Investigación, persacucfón, captura, enjuiciamiento, y en su caso, la sanción de los 
responsables de los hechos""'. Como ha se~ alado la Corta reiteradamente, se trata de una 
obligación da medios, y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como una obligación 
jurfdlca propia y no como una simple formalidad condenada de anta mano a ser infructuosa129

• En ese 
sentido, le Investigación debe ser llevada a cabo con la debida diligencia, de forma efectiva, seria e 
imperolal 130

, 

125. A la luz de lo anterior, la CIDH nota que, durante los aftos materia del presente caso, 
se presentaron múltiples denuncias Interpuestas ante agentes estatales que dan cuenta de una 
multiplicidad de actos de violencia que se circunscriben dentro de la situación de desprotecclón del 
territorio ancestral de la Comunidad Garffuna da Punta Piedra. No obstante la ·prueba de denuncias 
que obran en el expediente ante la CIDH, en ninguno de los casos el Estado Informó la realización de 
una investigación seria, efectiva y sin dilaciones dirigida a la averiguación de la verdad y la 
determinación de responsobilidades. La CIDH considera de la Información a su alcance que la falta 
de respuesta estatol frente a los recursos Intentados, dejó a las presuntas vrctimas en una situación 
de desprotecclón y ha generado que la Comunidad de Punta Piedra y sus miembros perma110zcan en 
una situación de continua Incertidumbre, zozobra y temor, tanto en relación con la falta de control 
de sus territorios como en relación con la continuidad de la situación de conflictividad. 

126. En virtud a lo anterior, la Comisión concluye que el Estado hondureño no ha 
garanti~ado un recurso adecuado y efectivo para responder a las reclamaciones de territorio 
encastra! y las reivindicaciones de las tierras tituladas a favor de la Comunidad Garffuna da Punta 
Piedra, ni ha realizado las Investigaciones correspondientes en relación a las denuncias Interpuestas 
por la Comunidad y sus miembros por los daños a la propiedad y los actos de amenazas, agresiones, 

126 Corte I.D.H., Caso Tlbi Vs. EouEJdor. Sentencie de 7 de septiembre de 2004. Serie C No, 114. párr. 130¡ Caso 
¡'Cinco Pensionistas". Sentencia de 28 de febrero de 2003, Serie C-No. 98, párr. 126. 

1
:¡_

7 Corte I.P.H., Coso Bardos Alto$ Vs. Pera. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75, pérr. 43. 

128 Corta- !.D.H., Caso Kawas Fernández Vs. Honduras, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 3 de nbril de 
2.009 Serie C No, 1961 párr. 101. 

129 Corte LD.H., Caso Ve!ásquez Rodrlguez Vs. Honduras. -Sentencia de .2.9 dl;l Julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 
177; Corte I.D.H.~ caso Cantora! Huemanl y Gercla Santo Cruz Vs. Pera. Excepción Preliminar, Fondo, Rapl!lrM!ones y 
Costas, Sentencia de 10 de julio de- 2007. Serie C No. 167, párt. 131; y Corte I.D.H., Caso Zllmbrano Vé/9z y otros Vs. 
Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 4 de julio de 2007, Sorle G No. 166, p€lrr. 120. 

13° Corte 1 .D.H. Caso Garofa Prieto y otros Vs. El Salvado/~ Exoepclón Preliminar, Pondo, Reparaciones y Coslaa. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2007, Serie e No, 168, párr. 101; Corte I.D.H., Caso de ros Hermanos Gómez PaquiyaU/1 
Vs. Perú, Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 1 to, párrs. 146; Corte I.D.H., Caso Cantare! Huamanf y Garcla Santa 
Ctuz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Pondo, Roparaclonaa y Coata.s. Sentencia da10 de jul!ú de 2007, Sar!e C No. 167, párr. 
130, 
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hostigamiento y persecución sufridos, por lo que la Comisión concluye que el Estado de Honduras 
violó el artfculo 25 de la Convención Americana, en relación con los articulas 1.1 y 2, 

VI. CONCLUSIONES 

127. En virtud de las consideraciones de hecho y de derecho establecidas en el presente 
Informe, la Comisión lnteremericana de Derechos Humanos concluye que: 

1. El Estado de Honduras violó el derecho a la propiedad consagrado en el articulo 21 
de le Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artfoulos 1.1 y 2 de la 
misma, en perjuicio de la Comunidad Garffuna da Punta Piedra y sus miembros. 

2. El Estado de Honduras violó, el derecho a la protección judicial consagrado en el 
articulo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los articulas 1,1 
y 2 de la misma, en perjuicio de la Comunidad Garlfuna de Punta Piedra y sus miembros. 

Vll. RECOMENDACIONES 

12B. Con fundamento en el análisis y les conclusiones del presente informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS RECOMIENDA AL ESTADO 
DE HONDURAS: 

1. Adoptar a la brevedad las medidas necesarias para hacer efectivo al derecho de 
propiedad comunal y la posesión de la Comunidad Garrfuna de Punta Piedra y sus miembros, con 
respecto a su territorio ancestral; y en particular las medidas legislativas, administrativas o de otro 
carácter necesarias para lograr su saneamtento efectivo, .acorde con su derecho c-onsuetudlnario 1 

valores, usos y costumbres y, garantizar a los miembros de la Comunidad que puedan continua,· 
viviendo su modo de vida tradicional, conforme a su identidad cultural, estructura social, sistema 
económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas, 

2. Adoptar las medidas necesarias para prevenir que la Comunidad Garffuna de Punta 
Piedra y sus miembros sean. objeto de actos de discriminación y, en particular, que estén expuestos 
a actos de violencia por parta da tareeros en razón de su origen étnico. 

3. Adoptar un recurso eficaz y sencillo que tutele el derecho de los. pueblos indfgenas 
de Honduras a reivindicar y acceder a sus territorios tradicionales y que permita proteger dichos 
territorios anta acciones de parte del Estado o terceros que Infrinjan su derecho de propiedad. 

4. Investigar y sancionar a los responsables da las amenazas, hostigamientos, actos de 
violencia e intimidación y daftos realizados a la propiedad de la comunidad de Punta Piedra y sus 
miembros. 

6. Reparar en el ámbito Individual y colectivo las consecuencias de la violación de los 
derechos enunciados. En espacial, considerar los daños provocados a los miembros de la Comunidad 
Garffuna de Punta Piedra por la falta de saneamiento de su territorio ancestral como los daños 
provocados en el propio territorio por el accionar de terceros. 

6. Adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro se produzcan hechos 
similares, conforme al deber de prevención y garantía de los derechos fundamentales reconocidos en 
la Convención Americana. 
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Dado y firmado en la ciudad de Washington, D. C., a los 21 dlas del mes de marzo de 2012. 
(Firmado): José de Jesús Orozoo Henrlquez, Presidente; Traoy Robinson, Primer Vicepresidenta: Rosa 
Mal'ia Oritiz, Segunda VIcepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose· 
Maria Antaine, Miembros de la Comisión. 

El que suscribe, Emilio Alvarez lcaza L., en su caréotar de Secretario Ejecutivo de la Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos, de conformidad con el articulo 49 del Reglamento de la 
Comisión, certifica que es copla fiel del original d ltado en los archivos de la Secretaria de )a 
CIDH. 




